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CAPITULO I 

EL PROCEDIMIENTO PENAL 

1.1. CONCEPTO DE PROCEDIMIENTO PENAL 

En sentido Lato Sensu podemos establecer que el procedimiento penaJ es un aspecto del 

mundo del Derecho Penal, rama que se encuentra dentro de la clasificación del Derecho Público, ya 

que regula las relaciones de los poderes públicos con el individuo, en virtud de que rige los actos y 

formas para poder aplicar el Derecho Penal. 

Para entender mejor el significado de Procedimiento Penal, se citarán las definiciones de los 

siguientes autores: 

Colín Sánchez, define al procedimiento penal como: "El conjunto de normas que regulan y 

determinan los actos, formas y fonnalidades que deben observarse para hacer factible la aplicación 

del Derecho Penal Sustantivo". 1 

Para González Bustamante, el Procedimiento Penal es: "El conjunto de actividades y formas 

regidas por el Derecho Procesal Penal, que se inician desde que la autoridad pública interviene al 

tener conocimiento de que se ha cometido un delito y lo investiga y se prolonga hasta el 

pronunciamiento de la sentencia donde se obtiene la cabal definición de las relaciones de Derecho 

Procesal. La comisión del delito establece una relación entre el Estado y el delincuente. Podemos 

decir que esta relación es principal cuando el Estado para' mantener el orden y restaurar el derecho 

violado, persigue al responsable mediante el proceso y logra la imposición de la pena y, accesoria 

cuando el Estado solo persigue el resarcimiento del daño". 2 

1 Colin Sánchez, Guillermo. DERECHO MEXICANO DE PROCEDIMIENTOS PENALES, 12° edición, México, D.F., 
Editorial Pomía S.A., 1990, Pág. 3. 
2 González Bustamante, Juan Jose, PRINCIPIOS DE DERECHO PROCESAL MEXICANO. 9" edición, Mexico, D.F., 
Editorial Porrúa S.A., 1988, Págs. 5 y 6. 
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Ya con una definición más concreta, podemos afirmar que sin el Procedimiento, no 

podríamos aplicar efectivamente la Ley Penal a un caso concreto, ya que el Procedimiento es la 

forma, el método empleado. 

1.2. ETAPAS DEL PROCEDIMIENTO PENAL 

Como se ha señalado en el punto anterior, es un conjunto de actos, formas y formalidades, 

es decir una secuela que se lleva dentro del procedimiento, para así llegar a su objetivo, el cual es la 

aplicación de la Ley Penal a un caso concreto. 

Estas etapas o fases, las podemos contemplar en lo que dispone el Código de 

Procedimientos Penales para el Distrito Federal, y a saber son: Averiguación Previa, Preinstrucción, 

instrucción, Juicio y Sentencia, aunque algunos doctrinarios no consideran a esta última como una 

etapa mas. 

1.2.1. LA AVERIGUACIÓN PREVIA 

Esta es la primera etapa, con la cual se da inicio el Procedimiento Penal, cuando a través de 

uno de los requisitos de procedibilidad se pone en conocimiento del Ministerio Público Investigador, 

hechos que pudieran constituir un delito. 

A través de los requisitos de procedibilidad, como es la denuncia, se pone en conocimiento 

del Ministerio Público, hechos que pudieran constituir un delito perseguible de oficio, pudiendo 

hacer esto cualquier persona que ~enga conocimiento de ellos, en tanto que en la querella se hace 

necesario la manifestación de voluntad de un sujeto legalmente capacitado para formularla, siendo 

esto solamente en delito perseguible a petición de parte ofendida, es decir, también se cuenta con la 

acusación y la requisitoria como elementos de procedibilidad. 
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En esta etapa, y ya que ha sido excitada la actividad investigadora del Ministerio Público por 

medio de denuncia o querella, éste debe realizar las diligencias que sean necesarias para poder 

reunir los elementos tendientes a comprobar los elementos del tipo penaJ y la probable 

responsabilidad del inculpado como base del ejercicio de la acción así comO lo dispone el articulo 

122 del Código de Procedimientos PenaJes para el Distrito Federal, en donde podemos encontrar el 

requisito de que éste acreditará el cuerpo del delito de que se trate y la probable responsabilidad del 

inculpado como base para el ejercicio de la acción, y por otro lado, la autoridad judicial, a su vez, 

examinará si ambos requisitos están acreditados en autos, entre los elementos podemos encontrar: 

1. La existencia de la correspondiente acción u omisión 

TI. La lesión o el peligro de que ha sido expuesto el bien jurídico o los bienes jurídicos. 

ill. La forma de intervención de los sujetos activos 

IV. La realización dolosa o culposa de la acción u omisión. 

De lo anterior, encontramos que para eso cuenta con un equipo completo como son, la 

Policía Judicial, Peritos en diversas ramas, como la Criminología. BaJística, Forense, Contable, etc., 

y que actúan bajo su tutela, mismos que lo coadyuvan a realizar las diligencias necesarias para la 

investigación de los probables delitos. Dichas diligencias son asentadas en una acta, la cual es "una 

pieza escrita del proceso exigida por la ley, para dejar asentada en autos, fiel y auténticamente, de 

una actividad regularmente cumplida mediante el relato circunstanciado de ella". 3 

La Averiguación que realiza el Ministerio Público puede finaJizar en el ejercicio de la acción 

penal, dicha acción esta fundamentada en el articulo 2° del Código de Procedimientos Penales, que a 

la letra dice: 

Al Ministerio Público corresponde el ejercicio exclusivo de la acción penal, la cllal 

tiene por objeto: 

1.- Pedir la aplicación de las sanciones establecidas en las leyes penales: 

2.- Pedir la libertad de los procesados, en laformay términos que previene la ley: 

) Claria Olmedo, Jorge A, TRATADO DE DERECHO PROCESAL PENAL, Buenos Aires, Argentina, Editorial 
Editores, TomO IV, Pág. 32 
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3.- Pedir la reparación del daño en los términos especificados en el Código Penal. 

Dicho ejercicio tiene por objeto consignar la averiguación previa ante el Juez competente, 

asimismo puede suceder que de todas las diligencias practicadas no se acredite los elementos del 

cuerpo del delito y la probable responsabilidad del sujeto activo, por lo que el Ministerio Publico 

tiene la facultad de determinar el no-ejercicio de la acción penal, ordenando se guarde la 

averiguación considerándola en reserva desde ese momento, las resoluciones del Ministerio Público 

acerca del No Ejercicio de la Acción Penal podrán ser impugnadas por vía jurisdiccional en los 

términos que establezca la ley ya que pueden surgir nuevos elementos que permitan la continuación 

de la averiguación previa y tal vez su consignación, de igual manera puede determinar que la 

averiguación no tiene los suficientes elementos, desprendiéndose de las diligencias efectuadas que el 

hecho no constituye un delito, por lo tanto se archivara y se dará por concluida la averiguación. 

Ya que el Ministerio Público es el encargado de darle trámite a la Averiguación Previa, no 

está de más mencionar que para muchos autores el Ministerio Público representa a la sociedad; para 

otros es representante del Estado, siendo este dueño de personalidad jurídica, que en cambio no 

tiene la sociedad, concepto ajeno al orden normativo, responde a mejor técnica concebir al Ministerio 

Público como representante del Estado, por más que en términos comunes, se le menciona en 

condición de representante o representación sociaL 

1.2.2. LA PREINSTRUCCIÓN 

Esta etapa comprende desde el auto de radicación, el cual es: "La primera resolución que 

dicta el órgano de la jurisdicción, con esta se manifiesta en forma efectiva la relación procesal, pues 

es indudable que tanto el Ministerio Público como el indiciado, quedan sujetos a partir de ese 

momento a la jurisdicción de un Tribunal determinado". 4 hasta el Auto de formal Prisión o de 

Sujeción a Proceso. 

~ Colín Sánchez, GuiIJenno. Op_ cit. supra (1), Pág. 265. 
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Esta resolución deberá contener los siguientes requisitos: la fecha y hora en que se recibió la 

consignación, la orden para que se registre en el libro de gobierno y se den los avisos 

correspondientes, tanto al superior como al Ministerio Público adscrito para que éste intervenga, de 

acuerdo con sus atribuciones; y la orden para practicar las diligencias, plasmadas en la Constitución 

Política de los Estados Unidos Mexicanos y el Código Procesal Penal, en caso de que haya detenido. 

Cuando no haya detenido, deberá ordenar el juez que hagan constar sólo los primeros datos, para 

que previo estudio de las diligencias esté en aptitud de obsequiar la orden de aprehensión o negarla. 

Si se negare la orden de aprehensión o de comparecencia y si no se aportan pruebas por parte de la 

Representación SociaJ o del ofendido, para que el Juez pueda obsequiar la orden de aprehensión o 

comparecencia dentro de sesenta días contados al día siguiente en que se haya notificado la negación 

de dichas órdenes, o puede suceder que aunque el Ministerio Público o el ofendido hayan presentado 

pruebas pero si estas no son suficientes para librar las órdenes referidas se archivará la causa, atento 

a lo que dispone el artículo 36 del cuerpo legal citado. 

Antes de verificar la situación jurídica que se tenga, el Juez debe ratificar o no la detención, 

si se tratare de urgencia o flagrancia el Juzgador que reciba la consignación del detenido deberá en 

el momento, ratificar la detención o decretar la libertad con las reservas de ley como lo marca el 

artículo 16 Constitucional. La Preinstrucción comúnmente cuenta con un lapso de tiempo de setenta 

y dos horas, en caso de que la consignación se realice con detenido, al cual se le debe resolver su 

situación juridica dentro de ese lapso, según lo dispone el articulo 19 Constitucional que en su 

primer párrafo parte primera, manifiesta: 

Ninguna detención ante autoridad judicial podrá exceder del término de setenta y dos 

horas, a partir de que el indiciado sea puesto a su disposición, sin que se justifique 

con un auto de formal prisión .. 

El órgano Jurisdiccional al momento de recibir la consignación debe de dictar el auto de 

radicación, procediendo al estudio de las constancias y si de estas se desprende que se encuentran 

reunidos los requisitos del artículo 16 Constitucional, debe obsequiar el libramiento de aprehensión 

o comparecencia; en caso contrario, cuando no se reúnan los requisitos de dicho artículo, el Juez 

negará el libramiento de la orden de aprehensión o comparecencia, guardando los autos en el archivo 
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a efecto de que el Ministerio Público de la adscripción o el ofendido aporten nuevos elementos para 

poder constituir las pruebas, dentro de sesenta días contados a partir de la notificación y en donde se 

niega el libramiento de las órdenes de referencia. 

Una vez reunidos los requisitos del artículo 16 Constitucional, "A partir del momento en que 

se recibe la consignación con detenido el Juez dispone de un término de cuarenta y ocho horas, para 

tomar dentro de él la declaración preparatoria del indiciado y otro de veinticuatro horas, si decreta la 

formal prisión o la libertad de áquel".5 

La declaración preparatoria no es un medio de investigación del delito ni mucho menos 

tiende a provocar la confesión del declarante. Su objeto lo define con claridad el artículo 20 

Constitucional en su fracción llJ y no es otro sino que el indiciado conozca bien el hecho punible 

que se le atribuye y pueda contestar el cargo. 

El Juez tendni la obligación de hacer saber al indiciado lo que dispone el artículo 290 del 

Código de Procedimientos Penales, así como la,; garantía,; que le otorga el numeral 20 

Constitucional. 

Una vez tomada la declaración preparatoria, el Juez deberá dictar auto de libertad por falta 

de elementos, auto de formal prisión o de sujeción a proceso en su caso; y todo esto, dentro de las 

setenta y dos horas en que se haya puesto a disposición, pero el plazo antes citado se duplicará 

cuando lo solicite el inculpado, por sí O por su defensor al momento de rendir su declaración 

preparatoria, siempre que dicha ampliación, sea con la finalidad de aportar y desahogar pruebas para 

que el Juez resuelva sobre su situación jurídica. El Ministerio Público no podrá solicitar dicha 

ampliación, ni el juez resolverla de oficio corno lo dispone el primer párrafo del artículo 297 del 

Código Procesal Penal, este término fue duplicado a través de las reformas hechas a dicho 

ordenamiento, las cuales fueron publicadas en el Diario Oficial de la Federación el día 10 de enero 

de 1994, la cual es benéfica para el inculpado ya que contará con un término mayor para ofrecer 

pruebas y de esta forma tratar de demostrar su inculpabilidad, así también para el Aquo ya que 

'Arilla Bas, Fernando, EL PROCEDIAIJENTO PE,¡"'AL EN ,\IEYICO, 1 J" edición, México, D.F , Editorial Tratos, 1991, 
Pág.7J 
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contará con más elementos probatorios los cuales servirán como base a efecto de dictar una formal 

prisión o sujeción a proceso o en su caso de libertad por falta de elementos, al respecto trataremos 

más a fondo este tema en capítulos posteriores. 

1.2.3. LA INSTRUCCCIÓN 

La instrucción es la primera parte del proceso, en que se recogen y coordinan las pruebas 

con sujeción a las normas procesales, se perfecciona la investigación y se prepara el material 

indispensable para la apertura del juicio, proporcionando al Juez las pruebas que han de servirle para 

pronunciar su fallo. No debemos pasar por alto que la fase de instrucción se ha hecho para descubrir 

la verdad; que lo mismo interesa a la sociedad que no sea castigado un inocente a que lo sea el 

culpable, una de las partes fundamentales de la instrucción es la de servir para el cargo y descargo. 

Así tenemos que la instrucción empezará a partir del auto de formal prisión o de sujeción a 

proceso y terminará ésta en la sentencia ejecutoria. 

De esta fonna el auto de formal prisión es: "El auto que dicta el Juez a efecto de ordenar la 

prisión provisional del indiciado por concurrir indicios y circunstancias indicadas en la ley, 

suficientes para comprobar el cuerpo del delito y hacer probable la responsabilidad ... " 6 el cual se 

encuentra regulado por el Código de Procedimientos PenaJes para el Distrito Federal en vigor, en su 

artículo 297 y siguientes. 

Dentro de un auto de formal prisión, deben de cumplirse los requisitos de forma y fondo 

exigidos por el artículo 19 Constitucional, como los exigidos por el artículo 18 del mismo 

ordenamiento, en cuanto dispone que sólo por delito que merezca pena corporal habrá lugar a 

prisión preventiva. Para esto, no sólo se debe de precisar la denominación genérica del delito que ha 

sido imputado y sus elementos constitutivos, y citarse no sólo el precepto o preceptos legales que 

comprendan tanto el hecho incriminado y sus elementos, sino también el precepto legal que señale la 

6 Obregón Heredia, Jorge. CODIGO DE ROCEDlMIENTGSPENALES PARA EL DISTRiTO 
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pena de prisión correspondiente al caso concreto. Hablaremos en específico de este tema al tratar las 

garantías procesales del inculpado. 

El articulo 19 Constitucional impone a los jueces la obligación de resolver acerca de la 

situación jurídica del acusado, dentro de un término equivalente 72 (setenta y dos) horas, contado a 

partir del momento en que fue hecha su consignación, sin que esto constituya un impedimento, para 

dictar dicha resolución. De esta manera. no es exacto que de resultar cierta taJ incompetencia, se le 

declaren válidas las primeras diligencias practicadas por un juez, aun cuando éste resulte 

incompetente, siempre que las mismas no admitan demora, como lo son la recepción de la 

declaración preparatoria del inculpado y el propio auto de término constitucional. 

Una vez dictado dicho auto y notificado al procesado, el cual debe de contener los requisitos 

que establece el artículo 297 del Código Procesal Penal, el mismo en sus puntos resolutivos tendrá 

que mencionar el tipo de procedimiento a seguir y si es opción del procesado o defensor el de 

revocar el procedimiento a seguir, para esto contará con tres días siguientes para hacerlo y optar por 

el procedimiento ordinario, como lo dispone el segundo párrafo del artículo 306 del citado 

ordenamiento legal. 

Una vez optado por el procedimiento ordinario, se ordenará poner el proceso a la vista de las 

partes para que propongan dentro de los siete días contados a partir de la notificación de dicho auto 

las pruebas que estimen pertinentes, las cuales se desahogaran en los quince días posteriores como 

lo marca el artículo 314 del Código de la materia. 

En caso de que dentro del ténnino señalado con antelación y al desahogar las probanzas 

aparezcan de las mismas nuevos elementos probatorios, el A qua tendrá la facultad de ampliar el 

ténnino por tres días más a efecto de recibir las que a su juicio considere necesarias para el 

esclarecimiento de la verdad, mismas que se desahogarán dentro de los cinco días siguientes, para 

poder determinar el grado de culpabilidad del indiciado. 

Ff1JERAL CO.HENTAOO r CONCORDAOO, 8- edición, México D.F., 1994, Pág. 210. 
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Una vez terminada esta etapa y no habiendo más pruebas por desahogar, el Juez considerará 

agotada la instrucción mediante resolución que notificará personalmente a las partes y mandará 

poner el proceso a la vista de éstas por siete días comunes para que promuevan las pruebas que 

estimen pertinentes y que puedan practicarse dentro de los diez días siguientes a aquel en que se 

notifique el auto que recaiga a la solicitud de la prueba Según las circunstancias que aprecie el Juez 

en la instancia, podrá de oficio ordenar el desahogo de las pruebas que a su juicio considere 

necesarias para mejor proveer o bien ampliar el plazo de su desahogo hasta por cinco días más. Al 

día siguiente de haber transcurrido los plazos establecidos, el juez de oficio y previa la certificación 

que haga el secretario, dictará auto en que se determinen los cómputos de dichos plazos. 

El procesado o su defensor podrán renunciar a los plazos señalados anteriormente cuando 

así lo considere necesario para ejercer el derecho de defensa, transcurridos o renunciados los plazos 

indicados o si no se hubiere promovido prueba, el juez declarará cerrada la instrucción y mandará 

poner la causa a la vista de las partes durante cinco días para cada uno, para la formulación de 

conclusiones, si bien es cierto que el A quo podrá de oficio y observando las circunstancias de la 

instancia para mejor proveer, también es el hecho de que el numeral 314 del Código de 

Procedimientos Penales deja un espacio acerca de la solicitud de estas pruebas para las partes las 

cuales podrán aportar las que pudieran aparecer después de la primer etapa de desahogo de pruebas, 

la finalidad es la de llegar al esclarecimiento de la verdad con la nueva aprobación de pruebas y 

desahogo de las mismas. 

Dentro del procedimiento sumario las partes (Ministerio Público y Defensor) dispondrán de 

tres días comunes, a partir del día siguiente a la notificación del auto de formal prisión o el de 

sujeción a proceso para proponer pruebas que se desahogaran dentro de los cinco días siguientes al 

auto que resuelva sobre la admisión de pruebas. 

Una vez fijada la fecha para la audiencia principal, ésta se deberá desarrollar en un solo día 

ininterrumpidamente, salvo que sea necesario suspenderla para permitir el desahogo de pruebas o 

por otras causas que lo ameriten, en este caso se citará para continuarla al día siguiente o dentro de 

tres días, a más tardar. Terminada la recepción de pruebas, las partes deberán formular verbalmente 

12 



sus conclusiones, cuyos puntos esenciales se haran constar en el acta relativa atento a lo dispuesto 

por los artículos 316, 317 Y 318 de dicho ordenamiento. 

Cabe hacer mención que el multicitado ordenamiento legal y particularmente el artículo 306 

segundo párrafo nos hace referencia acerca de revocar el procedimiento sumario, pero en ningún 

momento nos hace referencia acerca de revocar el procedimiento ordinario; por lo que hace a la 

práctica, casi nunca el juzgador acepta el hecho de revocar el procedimiento ordinario. 

1.2.4. EL JUICIO 

Una vez admitidas las conclusiones tanto por el Ministerio Público como por el Defensor, 

entramos de lleno a la penúltima etapa del procedimiento penal, denominado Juicio. Éste como ya lo 

dijimos da inicio con las conclusiones de la representación social (en su gran mayoría serán 

formuladas en un sentido acusatorio) y termina hasta antes de dictar sentencia, ésta etapa es en 

donde se fija la acusación. En el Juicio el Ministerio Público formula sus conclusiones, la Defensa a 

su vez formula las suyas y ambas partes definen y precisan sus puntos de vista que van a ser objeto 

del litigio. 

La esencia del Juicio recae primordialmente en que va a comprender actos de acusación y de 

defensa y actos de decisión; los primeros recaerán en el Agente del Ministerio Público como titular 

de la acción penal; en segundo orden de ideas tendremos a la Defensa, que impugnará todos los 

términos de inculpación; y por último tenemos al Juzgador, quien valorará a las partes y resolverá a 

través de la Sentencia quién tendrá los elementos necesarios reunidos para resolver. 

Así tenemos que las conclusiones son una parte fundamental ya que éstas son "el acto 

mediante el cual las partes analizan los elementos instructorios, sirviéndose de ellos, fijan sus 

respectivas situaciones con relación al debate que va a plantearse, las conclusiones tienen por objeto 

el que las partes puedan expresar en fonna concreta el resultado del análisis que han hecho de los 

actos instructorios, determinando cual va a ser la posición que van a adoptar para el Juicio".? 

'Pina)' Palacios, Javier, DERECHO PROCESAL PENAl .. , México D.F., Ediloriallnacipe, 1948, Pago 183. 
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Como ya hemos mencionado las Conclusiones de la Representación Social, serán 

formuladas en primer plano, ya que sería ilógico pensar que la Defensa hiciera las suyas con cargos 

que desconoce. De ese modo tenemos que las Conclusiones ofrecidas por el Ministerio Público 

serán en grruí' parte acusatorias, pero dentro del ámbito jurídico también podrá formular conclusiones 

no acusatorias, las cuales serán remitidas por el juez junto con el proceso al Procurador y éste a su 

vez las confirmará. 

Cabe aclarar que el Ministerio Público no podrá modificar sus conclusiones, sino por causas 

supervinientes y solamente en beneficio del acusado, mientras que la defensa puede libremente 

retirar, y modificar sus conclusiones en cualquier tiempo, hasta antes que se declare visto el proceso, 

como lo estipula el numeral 319 del Código Procesal Penal. 

Si el Ministerio Público no presentara conclusiones dentro del término de ley el Juez 

informará de esto al Procurador para que éste ordene la formulación de las conclusiones en un plazo 

máximo de diez días hábiles contados desde el día siguiente de hecha la notificación al Procurador, 

si el Ministerio Público no formulara conclusiones, el Juez tendrá por formuladas conclusiones de 

no-acusación y el procesado será puesto en inmediata libertad, y se sobreseerá el proceso, mientras 

que si el defensor no las formulará dentro del término concedido, el A quo tendrá por formuladas las 

de inculpabilidad. 

Ya que han sido presentadas las Conclusiones por las partes, el Juez fijará día y hora para la 

celebración de la vista que se llevará a cabo dentro de los cinco días siguientes; esto es dentro del 

procedimiento ordinario. Dentro del procedimiento sumario encontramos una variante, que es 

aquella en que el Juez podrá dictar sentencia en la misma audiencia, cuando se formulen las 

conclusiones ya que en este tipo de procedimiento, las conclusiones siempre serán ofrecidas de 

manera verbal por las partes. o podrá el juez disponer de tres días para dictar sentencia como lo 

dispone el articulo 308 in fine y 309 del multicitado Código. 

Una vez que se ha declarado visto el proceso, el juez tendrá la obligación del estudio de 

todas y cada una de las constancias procesales para emitir su fallo, que se denominara Sentencia y 

estaremos entrando a la última etapa del procedimiento penal. 
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En ella el Juez mediante las reglas de la razón, declara en la forma y términos que las leyes 

establecen, si el hecho atribuido a determinada persona reviste los caracteres de delito y decreta la 

imposición de las sanciones o de las medidas de seguridad que procedan. 

1.2.5. LA SENTENCIA 

La Sentencia es el momento culminante de la actividad jurisdiccional, es el fin esencial del 

proceso, porque en ella se deciden todas las cuestiones que constituyen su objeto, podemos decir 

que en la Sentencia concurren varios elementos: "Uno de conocimiento, otro de juicio o clasificación 

y el de voluntad o decisión. El momento de conocimiento consiste en la labor que realiza el Juez 

para conocer que es lo que jurídicamente existe. La interpretación, juicio o clasificación, es una 

función exclusivamente lógica, en la que el juzgador por medio de raciocinio determina el lugar que 

corresponde al hecho jurídicamente comprobado. Por último el momento de voluntad se ubica en la 

actividad que realiza el Juez al determinar cual es la consecuencia que corresponde al hecho ya 

clasificado, dentro del marco de la ley". 8 

Como hemos señalado la Sentencia es la resolución emitida por el Aquo, basándose 

principalmente en tres aspectos, el conocimiento, el de juicio y el volitivo. 

1.3. CLASIFICACIÓN DE LOS PROCEDIMIENTOS PENALES 

En este tema sólo haremos alusión a lo que respecta al Procedimiento Ordinario y 

Procedimiento Sumario, ya que son los dos que nos interesan, dentro del fuero común en el Distrito 

Federal. 

El procedimiento puede revestir un carácter ordinario. Ordinario seria el normal o 

primordial, previsto en el Capítulo II del Título UI del Código Procesal Penal para el Distrito Federal 
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en vigor. Dentro de este procedimiento se establece que el auto de formaJ prisión se ordenará que se 

pongan a la vista de las partes el proceso, para que las partes propongan dentro de siete días las 

pruebas que considere el defensor convenientes, mismas que se desahogarán en los quince días 

posteriores. 

Si en el momento de desahogar las pruebas aparecieran otros elementos probatorios, el juez 

podrá señaJar un nuevo plazo de tres días para aportar ta1es pruebas y las mismas se desahogarán en 

el término de cinco días. Cabe mencionar que para el caso de que se asegure el desahogo de 

pruebas, el juez puede utilizar las medidas de apremio contempladas en la ley, así por ejemplo, si 

a1guien tiene que atestiguar en alguna causa penal y éste no se presente a desahogar tal prueba, 

entonces el juez tendrá todo el derecho de que se dicten medidas pertinentes para obligar a esta 

persona a que concurra a1 desahogo de la prueba para la cual fue llamado, lo anterior con la finalidad 

de que le sean facilitados todos los medios necesarios para la defensa del inculpado, a lo cual 

haremos referencia en específico en capítulos posteriores, como garantía procesal que tiene todo 

procesado y que se encuentra tutelada por el artículo 20 de la Constitución Federal. 

El artículo 33 del Código de Procedimientos Penales para el Distrito Federal en vigor, 

establece los medios que tiene el Ministerio Público, tribunales o jueces para poder hacer cumplir su 

determinación y son: 

El Ministerio Público, los tribunales o jueces. para hacer cumplir sus 

detemúnaciones, podrán emplear indistintamente, cualquiera de las siguientes 

medidas de apremio: 

1. Multa por el equivalente a entre lino y treinta días de salario mínimo general 

vigente en el momento y lugar en que se realizó la conducta que molivó el 

medio de apremio. Tratándose de jornaleros, obreros y trabajadores la multa 

no deberá exceder de un día de salario y Iralándose de trabajadores no 

asalariados el de un día de ingresos. 

l/. Auxilio de la/llena pública, y 

8 Rivera Silva, Manuel, EL PROCEDIMIENTO PENAL, l4a Edición corregida y aumentada, México D.F., Editorial 
PorrUa SA, 1984, Pág. ]06. 
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1II. Arresto hasta de treinta y seis horas. 

Si fuere insuficiente el apremio, se procederá contra el rebelde por el delito de 

desobediencia. 

Como podemos observar, existen los medios idóneos para poder hacer cumplir las 

determinaciones que emanen de las autoridades judiciaJes, todo con la intención de poder crear el tan 

anhelado estado de derecho, para que se cumplan las garantías procesales que todo inculpado debe 

hacer valer y le deben ser respetadas. 

En cambio el procedimiento especial está representado por el Procedimiento Sumario, que 

no es otra cosa que un enjuiciamiento trazado con líneas dotadas de mayor o menor detalle, pero 

siempre esquemático o especial en relación con el Procedimiento Ordinario. E! Procedimiento 

Sumario está contemplado en los numerales 305 al 3 12 del ordenamiento legal mulricitado. 

Mediante el Procedimiento Sumario, se pretende robustecer uno de los principios generales 

del proceso, conocido como la oralidad cuyos subprincipios. inmediatez y concentración traen 

consigo la certeza y agilidad del procedimiento. 

Las diferencias esenciaJes entre estos dos procedimientos, son en cuanto a los términos, ya 

que en el Procedimiento Ordinario estos son más largos a diferencia del procedimiento Sumario que 

son más cortos, otra diferencia que se aprecia es que en el procedimiento sumario las conclusiones 

son verbales, y en el ordinario no, incluso se cuenta con cinco días para ofrecerlas, mismo término 

que se da a cada una de las partes. 

1.3.1. EL PROCEDIMIENTO SUMARIO 

Este procedimiento fue implementado en el Código de Procedimientos Penales para el 

Distrito FederaJ en el año de 1971. 
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Para Obregón Heredia el Procedimiento Sumario es: "El trámite de escaso conocimiento por 

parte del juzgador, a través del cual se busca pronta resolución a un conflicto en el que el objeto de 

la litis es de urgente consideración".9 

La apertura de este procedimiento, la llevará a cabo (de oficio) el Juez, atendiendo a lo 

previsto en al Artículo 305 del Código Procesal Penal, el cuaJ dispone: 

Se seguirá Procedimiento Sumario cuando se frate de delito flagrante, exista 

confesión rendida ante el Ministerio Público, o la Autoridad Judicial, o se trale de 

delito no grave .. 

Una vez reunidos los requisitos antes expuestos, el Juez declarará abierto el procedimiento 

sumario, al dictar la formal prisión o la sujeción al proceso. 

Ya iniciada su apertura, las partes dispondrán de tres días comunes, contados desde el día 

siguiente a la notificación del auto de Formal Prisión o el de Sujeción a Proceso para proponer 

pruebas; la audiencia de desahogo de probanzas se realizará dentro de los cinco días siguientes al 

auto que resuelva sobre la admisión de pruebas, si al desahogarse las probanzas ofrecidas por las 

partes aparecieren de estos nuevos elementos probatorios, el Juez podrá señalar otro plazo de 3 dias 

para que las partes aporten nuevas probanzas mismas que se desahogaran dentro de los 5 días 

siguientes a su admisión, una vez terminada la recepción, las partes deberán formular verbalmente 

sus conclusiones. 

Como hemos podido señalar del procedimiento sumario, su característica más importante 

radica en la celeridad con la que se lleva el proceso. 

9 Obregón Hercdia, Jorge. Op. cit, supra (6), Pág. 214. 
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1.3.2. EL PROCEDIMIENTO ORDINARIO 

El Procedimiento Ordinario, se distingue del Sumario únicamente en cuanto a la mayor 

amplitud de términos para el despacho de los actos probatorios así como el ofrecimiento de 

conclusiones ya que en el primero se podrán ofrecer por escrito o verba1mente mientras que en el 

segundo serán solamente en forma verbal, en los dos puntos anteriores hablamos del Procedimiento 

Ordinario y Sumario, en sí se trata de dos procedimientos, pero que encierran un solo proceso, en 

términos distintos y que para su substanciación requiere de actos y formas procedimentaJes. 

En sí el procedimiento ordinario es el que se conoce como juicio de instrucción detallada que 

se desenvuelve en un término más amplio a fin de que el juzgador, pueda conocer la cuestión 

planteada con riqueza de pormenores; y así estar en posibilidades de lograr una certeza absoluta, en 

cuanto a la verdad histórica de los hechos materia de la indagatoria sometida a estudio, aunque 

podemos decir, que igua1mente el procedimiento sumario persigue en esencia estas mismas 

características, con la salvedad de la celeridad de los términos y de los requisitos para que se pueda 

optar por éste. 
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CAPITULO 2 

DIVERSOS MEDIOS DE IMPUGNACIÓN 

2.1. IMPUGNACIÓN 

Estos son los instrumentos tendientes a lograr que el principio de la Justicia se cumpla lo 

más apegado a derecho y a la equidad. Las Resoluciones Judiciales en un determinado momento 

dentro de la etapa procesal, pudieron haber sido dictadas con faltas de fondo o con lesión de los 

preceptos reguladores del procedimiento, por lo que cuando esto ocurra debe existir una vía por 

donde se llegue a la substanciación de la misma, en donde la parte peljudicada acuda a un 

Tribunal Superior para que el mismo negocio vuelva a ser examinado por él. 

Dentro de los medios de Impugnación consideramos el acto del sujeto procesal 

encaminado a anular, reformar o anexar una resolución anterior, mediante el nuevo examen, ya 

sea total o parcial de la causa por el mismo Juez que conoció o por otro superior. 

Como gobernados, la ley nos da el derecho a impugnar una resolución, que nace al 

producirse el error o la omisión por el órgano jurisdiccional en la resolución que dicta y se 

actualiza cuando el que está interponiendo el recurso de impugnación, manifiesta su 

inconformidad con la resolución judicial emitida, independientemente de su admisión y de la 

calificación de grado, porque la negativa también puede surgir como un motivo de impugnación, 

es decir a la denegada apelación, como su fundamento legal se encuentra en los artículos 435 al 

442 del Código de Procedimientos Penales para el Distrito Federal, y el efecto en que se admite 

a la inconfonnidad ante el Tribunal de Alzada. Para un mejor entendimiento acerca de los 

medios de impugnación, podemos mencionar el concepto siguiente: "Los medios de 

impugnación son los procedimientos a través de los cuales las partes y los demás sujetos 

legitimados combaten con validez o la legalidad de los actos procesales o las omisiones del 
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órgano jurisdiccional y solicitan una resolución que las revoque, modifique el acto impugnado o 

que ordene subsanar la omisión", 10 

2.2. CONCEPCIÓN DEL" RECURSO" 

En sentido amplio, recurso es volver a tomar el curso, lo que equivale a decir que en el 

procedimiento penal el recurso tiene por objeto volver el proceso a su curso ordinario y su 

naturaleza jurídica se funda en la necesidad de corregir las providencias mal tomadas por el 

juzgador y de reparar el derecho violado. 

Colín Sánchez, menciona que: "Los recursos son medios establecidos por la ley para 

impugnar las resoluciones judiciales que por alguna causa fundada se consideran injustas, 

garantizando de esa manera en forma más abundante, el buen ejercicio de la función 

jurisdiccional".11 

En consecuencia el Recurso cs un segundo estudio sobre una resolución que se estima 

resuelta de manera no apegada al derecho; por recurso en general debe entenderse que son los 

medios legales establecidos para impugnar las resoluciones judiciales. 

Si el recurso es un medio legal de impugnación, dado a las partes en contra de las 

resoluciones que afectan sus derechos, también tenernos que necesitan satisfacerse diversos 

requisitos para su procedencia, requisitos que son los siguientes: 

a) El recurso debe tenerse establecido y reconocido por la ley; 

b) La misma ley debe reconocerlo como procedente en contra de la resolución que se impugna; 

e) Las partes que hacen uso de este, necesitan estar interesadas, es decir, tener un derecho 

afectado por la resolución recurrida; 

l°üvalle Favela, José, rEORlA GENERAL DEL PROCESO, Mcxico D.F., Editorial UNAtv1, 1990, PÚ!!. 321. 
1I Colín Sánchez, Guillenno. Op. cit, supra (1), Pág. 465 
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d) Precisa que el recurso se interponga en tiempo y forma y~ 

e) Que se motive en otros términos, que se especifique con exactitud el agravio que causa la 

resolución recurrida. 

Los términos para la interposición de los recursos son preclusivos, si el derecho que se 

tiene para hacer valer algún recurso, respecto a los recursos ordinarios no se ejercita dentro del 

término que la ley le impone previamente, el derecho precluye y la resolución queda firme. 

Por medio del recurso se podrán eliminar la insuficiencia de conocimientos de una 

primera instancia, en ocasiones otras causas incidentales, en todo caso ha sido esta forma de 

protección la única posibilidad procesal, para tratar de subsanar errores cometidos por el A Qua. 

Los encargados de administrar la Justicia suelen tener deficiencias en sus 

determinaciones ya sea por el error, el vicio o la ignorancia, o por alguna otra causa y si no se 

contara con los medios legales para refutar sus resoluciones y enmendar sus equivocaciones, los 

mandamientos que pronunciarían pasarían como cosa juzgada y todo esto sería en perjuicio del 

interés generaJ y de los particulares a los cuajes se les está dañando dentro de su patrimonio o su 

persona, ya sea el caso, y de ahí la trascendencia de los recursos. 

El recurso es de carácter procesaJ, capaz de producir consecuencias jurídicas desde el 

momento de su interposición, teniendo por objeto corregir los defectos contenidos en las 

resoluciones judiciales, siendo una garantía para enmendar las equivocaciones del juzgador que 

conoció, reprimiendo toda tendencia a la arbitrariedad, desde el momento en que la actuación del 

inferior será revisada y juzgada por un Tribunal de mayor jerarquía 
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2.3. CLASIFICACION DE LOS RECURSOS 

Citando la división hecha por Arriaga Flores, tenemos la siguiente lista: ordinarios y 

extraordinarios. 

"1- Ordinarios.- Son aquellos que atacan una resolución judicial que no ha causado 

ejecutoria y entre estos tenemos a la revocación, la queja, la apelación y la denegada apelación. 

Al interponer el recurso ordinario por alguna de las partes causa el efecto de abrir una 

segunda instancia en el juicio respectivo, con excepción del recurso de revocación, siendo que en 

este el Tribunal de primera instancia conoce del recurso interpuesto. 

II.- Extraordinarios.- Son aquellos que atacan o impugnan una resolución judicial que ha 

causado o ha sido declarada ejecutoriada. 

Los recursos extraordinarios son: "El reconocimiento de inocencia o indulto." 

Tenemos también una clasificación sobre los recursos, en cuanto a la autoridad 

jurisdiccional que conoce del recurso es: 

a) Devolutivos.- Son aquellos en los cuales conoce del recurso una autoridad distinta de 

la que emitió la resolución, como en el caso de la apelación, la denegada apelación y la queja. 

b) No Devolutivos.- Son aquellos recursos en que la misma autoridad que emitió la 

resolución judicial impugnada ha de resolver la revisión, por ejemplo, el recurso de revocación. 

Una tercera clasificación de los recursos, será en cuanto a los efectos que producen: 

a) Suspensivos.- Son aquellos recursos que suspenden la secuela del procedimiento 

penal. 
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b) No Suspensivos.- Son aquellos recursos que no suspenden la secuela del 

procedimiento penal. 

c) Devolutivo Suspensivo.- Son aquellos recursos en los que se envían los autos 

correspondientes del pleito al Tribuna! de Alzada para la substanciación del recurso interpuesto y 

a su vez se suspende la jurisdicción del A Quo, y en consecuencia los efectos de la resolución 

recurrida no puede ejecutarse hasta que se dicte la nueva resolución del tribunal superior. 

Para que podamos interponer los llamados recursos penales, tenemos que encuentran sus 

fundamentos legales, en los artículos 409 al 422 del Código de Procedimientos Penales para el 

Distrito Federal, dentro de los cuales, se enuncia el procedimiento y la forma en que han de 

interponerse éstos. 

2.4. LOS RECURSOS ORDINARIOS. 

Como se ha señalado, los recursos ordinarios son: El medio que la ley concede a las 

partes del proceso para impugnar las resoluciones que les causen agravios, mismas que no han 

causado ejecutoria, para que sean examinadas por el propio tribunal que las dictó o por otro de 

mayor jerarquía 

En el anículo 409 del Código de Procedimientos Penales, tenemos: "Cuando al acusado 

manifieste su inconformidad a! notificársele una resolución, deberá entenderse interpuesto el 

recurso que proceda". Este precepto prevé que cuando se le notifica una resolución al acusado y 

en ese momento manifiesta su inconformidad, a! juez corresponde precisar y dar tnimite al 

recurso, para el efecto de que no se le cause pe~uicio aJ procesado por error de técnica jurídica 

"El TribW1a1 que dicta la resolución impugnada se denomina ludex A Qua, y el que la 

resuelve se denomina Iudex Ad Quem. Las partes, es decir, el Ministerio Público, el Procesado o 

Tercero u Ofendido por lo que respecta a la reparación del daño, reciben las denominaciones de 

recurrente y recurrido. lo cual hace innecesario que conserven las denominaciones que hayan 

usado en primera instancia, ya que el sujeto pasivo de la acción penal puede ser sujeto activo del 
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recurso y viceversa, con referencia especial a1 recurso de apelación el recurrente y el recurrido se 

llaman respectivamente apelante y apelado" 12 

2.4.1. LA REVOCACIÓN 

Entre los recursos ordinarios dentro del procedimiento penal, se encuentra el 

recurso de revocación. Por lo general es el propio Juez de primera instancia el que se encarga de 

resolver sobre este, ya que comúnmente se tratan de resoluciones de menor importancia, 

reteniendo así la jurisdicción del recurso. 

Revocación significa: Llamar atras, reduciendo al efecto de retrotraer los efectos 

jurídicos que el actor ha provocado. 

Dentro del Derecho ProcesaJ Penal por Revocación se entiende: "El medio de 

impugnación ordinario que se otorga para que las partes puedan recurrir las resoluciones que no 

admitan la apelación, y que resuelve el mismo Juez que las haya dictado.,,13 

La paJabra revocación proviene del latín revocatio onis, que significa acción y efecto de 

revocar y ésta a su vez de revocarse, que quiere decir sin efecto una concesión, un mandato o 

una resolución. 

La Revocación es: "Un medio de impugnación ordinario, instituido legalmente para las 

resoluciones judiciaJes en contra de los cuajes no procede o no está instituido el recurso de 

apelación y cuyo objeto es que el juez o tribunal que las dictó las deje sin efecto, ya sea en todo o 

en parte, O las substituya por otra" 14 

11 Arilla Bas, Fernando. Op. cit, supra (5), Pág. 168. 
B Diazde León, Marco Antonio, CODICO DE PROCEDIMIENTOS PENALES PARA EL DISTRITO FEDERAL 
COMENTADO, México D.F., Editorial PorrUa SA, 1990, Pág. 652 
H Cotín Sánchez, Guillenno. Op. cit, supra (1), Pág.499 
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La Revocación también es considerada como un recurso de autorevisión, en virtud de que 

conocerá de éste, el mismo juez y no uno superior como se desprende de otros recursos 

contemplados en nuestra legislación penal vigente. 

2.4.2. OBJETO Y FIN DEL RECURSO DE REVOCACIÓN 

El objeto y fin del recurso de revocación consiste en: rectificar si es procedente o 

reconsiderar la resolución judicial impugnada, actividad que debe realizar el propio juzgador que 

emitió aquella, o bien la confirmación del auto que se ha atacado. 

"La revocación tiene la función de atacar el auto contra el cual se interpone, para que 

previo estudio que haga el órgano jurisdiccional lo deje sin efecto, ya sea en todo o en parte, o lo 

substituya por otro, puede ocurrir también que el tribunal confirme la resolución impugnada con 

lo que concluirá el incidente respectivo. ,,15 

En cuanto al objeto de la revocación, comentaremos que durante la instrucción y antes de 

llegar a la resolución definitiva, el órgano jurisdiccional va realizando actos procesales que se 

traducen en resoluciones, para ir agotando la instancia y llevarla hasta su final, mismas que 

varían en razón de sus naturalezas y efectos que producen, tanto en el proceso como en la 

posición procesal que guarda cada una de las partes, por virtud de que algunas de estas 

resoluciones son de mero trámite, al servir solo para mantener el impulso procesal y no producir 

agravios irreparables a las partes; se estima que no requieren de la apelación para ser 

impugnadas y se da competencia al mismo Juez que las haya dictado para que las revoque, por 

contrario, pero la ley establece que ningún Juez ni Tribunal podrá revocar sus propias sentencias. 

Por tratarse de incidentes de mero trámite, es que se deja la resolución en manos del 

juzgador que emitió aquella, ya que por tratarse de casos sencillos, puede ser más fácil confiar 

en la ecuanimidad y buena fe del juzgador y atenerse a él solo para ratificaciones relativas, 

evitando las demoras y molestias de otra instancia. 

l~ Ibídem, Pág. 500. 
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2.4.3. TRÁMITE DEL RECURSO DE REVOCACIÓN 

Hay que mencionar que el recurso de revocación procede siempre que no se conceda por 

el Código de Procedimientos Penales el de apelación, pero como ya se ha indicado con 

anterioridad, ningún juez o tribunal podrán revocar la sentencia que dicte el primero de estos. 

Este recurso, se podrá interponer en el acto de la notificación o aJ día siguiente hábil y 

será interpuesto ante el propio juez o tribunal que haya dictado la resolución que se impugna, el 

Juez o Tribunal ante quien se impugne, lo admitirá o desechará de plano si creyere que no es 

necesario oír a las partes, en caso contrario citará a las partes a una audiencia verbal, misma que 

se celebrará dentro de las cuarenta y ocho horas siguientes y dictará en ella su resolución, contra 

la que no se da recurso alguno. 

La fundamentación del recurso de revocación la encontramos en los artículos 412 y 413 

del Código de Procedimientos Penales para el Distrito Federal El numeral 412 citado con 

antelación, únicamente se limita a señalar que: "El recurso de revocación procede siempre que 

no se conceda por este Código el de apelación", sin que se haga especial mención, de los casos 

concretos en los que procederá este recurso, así entonces se debe de entender por exclusión, y 

con base en una interpretación exhaustiva, que en todos aquellos casos en los que no proceda el 

recurso de apelación, se podrá interponer el de re\'ocación. 

En cuanto al artículo 413 de la multicitada ley, este se refiere al ténnino con el que cuentan las 

partes para interponer el recurso, así como también se enuncia, el trámite y substanciación del 

mismo. 
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2.4.4. LA QUEJA 

La Queja es W1 recurso ordinario, el cual cobra vida en contra de las conductas omisivas 

de los jueces que no tienen a bien emitir las resoluciones correspondientes a las promociones a 

que están obligados o no señaJen la práctica de las diligencias dentro de los plazos o términos 

que señala la ley o que no cumplan las formalidades o no despachen los asuntos de acuerdo a lo 

establecido "en el Código de Procedimientos Penales. 

Los recursos proceden en generaJ contra las resoluciones del órgano jurisdiccionaJ, que 

el recurrente considera injustas o ilegales, dictada la resolución la parte que se siente agraviada 

por ella tiene, dentro de los límites que determina la ley, poderes de impugnación que le 

permitan promover la revisión del acto y su eventual modificación, asi entonces la queja más que 

un recurso para impugnar los errores que contemplan las resoluciones judiciales, se utiliza para 

corregir a los órganos judiciales que se apartan de la legalidad en sus deberes y funciones que 

emanan de su competencia, por tanto la queja es el medio que otorga la ley para impugnar la 

denegación o retardo en la justicia, o bien las omisiones o negligencias en el desempeño de las 

funciones, 

2.4.5. OBJETO Y FIN DEL RECURSO DE QUEJA 

En cuanto al objeto y fin del recurso de queja podemos mencionar que es la conducta 

omisa, el silencio o indiferencia, falta de actuación del A quo ante un procedimiento concreto o el 

cumplimiento de un acto procesal al que lo obliga una normajuridica. 

Este recurso se basa en la estricta observancia del principio de legalidad, que lo podemos 

encontrar en el articulo 14 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 

concretándose a que los órganos jurisdiccionales se ajusten a los términos dentro de los cuales 

deben observar se cumplan las formalidades y despachen los asuntos conforme a los 

lineamientos procesales legales. 

28 



2.4.6. TRÁMITE DEL RECURSO DE QUEJA 

El fundamento legal para interponer el recurso de queja se encuentra previsto en el 

artículo 442 bis del Código Procesal Penal para el Distrito Federal. 

El recurso de queja tiene la formalidad, de que se interpone por escrito en cualquier 

momento a partir de que se produjo la situación que motiva, interponiéndose ante la Sala Penal 

que corresponda, la que a su vez dentro del término de cuarenta y ocho horas le dará entrada al 

recurso y requerirá al Juez cuya conducta omisa haya dado lugar al recurso para que rinda 

informe justificado, dentro del plazo de tres días, transcurrido este plazo con informe o sin él, se 

dictará dentro de cuarenta y ocho horas la resolución que proceda, si se estima fundado el 

recurso, la Sala encargada de resolver sobre el recurso interpuesto, requerirá al Juez para que 

cumpla con las obligaciones determinadas en la ley en un plazo no mayor de dos días, sin 

perjuicio de las responsabilidades que resulten, la falta de informe a que se refiere el párrafo 

anterior establece la presunción de ser cierta la omisión atribuida y hará incurrir al juez en una 

multa. 

Las personas que tienen derecho a interponer el recurso de queja, en tratándose de la no 

radicación de la averiguación o cuando no se resuelva respecto al libramiento o negativa de la 

orden de aprehensión o de comparecencia, es únicamente el Ministerio Público, en las demás 

situaciones previstas, tanto la Representación Social como el procesado o acusado, su defensor y 

el ofendido, 

Los casos en que procede la impugnación del recurso de queja son: 

1.- Cuando no se emitan las resoluciones dentro de los términos fijados por la ley. 

2.- Cuando no se ordene la práctica de diligencias dentro de los términos establecidos por la ley. 

3.- Cuando no se cumplan las formalidades de la ley. 
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4.- Cuando no se despachen los asuntos de acuerdo a lo establecido por el artículo 422 bis del 

Código de Procedimientos Penales para el Distrito FederaL 

2.4.7. LA APELACiÓN 

Etimológicamente. podemos decir que apelación deriva de la palabra "apellatío" cuyo 

significado es: Llamamiento o reclamación. 

"La apelación es la provocación hecha del Juez inferior al superior, por parte legítima. 

por razón del agravio que entiende se le ha causado o pueda causársele por la resolución de 

aquel, o la reclamación o recurso que el litigante u otro interesado a quien cause o pueda causar 

perjuicio la sentencia definitiva, con gravamen irreparable, pronunciada por el Juez inferior." 16 

Colín Sánchez señala que la apelación es: "Un medio de impugnación ordinario, a través 

del cual el Ministerio Público, el procesado, acusado o sentenciado y el ofendido manifiestan su 

inconfonnidad con la resolución judicial que se les ha dado a conocer originando con ello que un 

tribunal distinto y de superior jerarquía, previo estudio de lo que consideran agravios, dicte una 

nueva resolución judicial." 17 

Cabe hacer notar que el ofendido puede apelar una resolución definitiva solo por cuanto 

hace a la reparación del daño. 

Para el Derecho Procedimental, la apelación es un recurso ordinario consignado por la 

ley adjetiva, con el fin de impugnar las resoluciones del Aquo que se estima causan agravios al 

apelante. A través de este medio de impugnación la parte que considere no haber obtenido la 

tutela jurisdiccional de su derecho en primera instancia o que se estima agraviado por la 

sentencia definitiva, envía el juicio a examen de un segundo TribunaJ, superior en grado y 

colegiado en su formación, para los efectos que revise la resolución impugnada. Luego entonces 

16 González Bustamentc, Juan José. Op. cit, supra (2), Pag, 266. 
Ii Colín Sanchez, GuiJlcnno. Op. cit, supra (1), Pag.476. 
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la apelación es: "Un recurso que se plantea ante una competencia superior para obtener la 

revocación total o parcial de una decisión del juez inferior." 1M 

La apelación es el recurso ordinario más importante y se otorga en la mayoría de los 

procesos, con excepción de aquellos que son de instancia única, como los que se dan en nuestra 

justicia de paz, y la cual la encontramos contemplada en el numeral 414 del Código Procesal de 

la materia. La doctrina procesal dominante establece que el juez de primera instancia puede 

cometer dos tipos de error en el proceso: el error in pl'ocedendo y el error in judicando. El 

primero de ellos, consiste en la desviación o apartamiento de los medios señalados por el 

derecho procesal para la dirección del juicio, por error de las partes o por error propio, puede con 

ese apartamiento disminuir las garantías y privar a las partes de una defensa plena de su derecho. 

Este error compromete la forma de los actos, su estructura externa, su modo natural de 

realizarse, este error produce la nulidad o sea la desviación de los medios de proceder del 

recurso dado para reparar la nulidad es la anulación. A diferencia el error In judicando que es el 

que se reclama en la apelación, no afecta a los medios de hacer el proceso, sino a su contenido, 

no se trata ya de la forma sino del fondo, del derecho substancial que está en juego en él, este 

error consiste en aplicar normalmente una ley inaplicable, en aplicar mal la ley aplicable, puede 

consistir de igual manera en una impropia utilización de los principios lógicos del fallo, la 

consecuencia de este error no afecta la validez formal de la resolución. 

La apelación es aquella posibilidad de obtener del órgano jurisdiccional inmediatamente 

superior el reestudio de una controversia que ha sido planteada en un procedimiento 

jurisdiccional dictada por un órgano judicial inferior. Así entonces la apelación es el medio de 

impugnación por el cual una de las partes solicita al juez de segundo grado una nueva decisión 

substitutiva de una decisión que podemos considerar perjudicial para el que la interpone, del 

juez que conoció del asunto, que obviamente es el de primera instancia. 

A través del recurso de apelación, la parte vencida en la primera instancia obtiene un 

nuevo examen y fallo de la cuestión debatida por un órgano jurisdiccional distinto, la apelación 

es otro de los recursos que permiten atacar las resoluciones que se consideran injustas, pero con 

18 Diaz de León, Marco Antonio. Op. cit, supra (14), Pág.653. 
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la particularidad de que la revisión no la lleva a cabo el TriblUla1 o juez que la dictó, sino otro de 

jerarquía superior. 

2.4.8. OBJETO Y FIN DEL RECURSO DE APELACIÓN 

que: 

El Código de Procedimientos Penales para el Distrito Federal en su artículo 414 dispone 

El reCliniO de apelación tiene por objeto que el Tribunal de Segunda lnstancia estudie 1 

la legalidad de la resolución impugnada. 

En este ordenamiento legal se confunden el objeto del fin, en cambio en el Código de 

Procedimientos Penales en materia Federal en el numeral 363, nos define claramente cual es el 

objeto de la apelación, al señalar lo siguiente: 

El recurso de apelación tiene por o~ieto examinar si en la resolución recurrida no se 

aplico la ley correspondiente o se aplicó eSla inexactamente. si se violaron los 

principios reguladores de la valoración de la pmeba o si se alteraron los hechos, o 

no se fundó o motivó correctamente. 

El órgano Jurisdiccional de segunda instancia al estudiar los agravios presentados por la 

parte apelante y los diferentes aspectos que contienen aquellos para verificar si se aplicó 

inexactamente la ley, o si se violaron los principios reguladores de la valoración de la prueba o si 

se alteraron los hechos o no se fundó o motivó correctamente, estará fijando el objeto del recurso 

que nos ocupa. 

El objeto de la apelación es: "la resolución judicial apelada, de la que es necesario 

estudiar por el juez superior los diversos aspectos señalados en los agravios. En consecuencia 
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será objeto de este medio de impugnación, la violación a la ley entendida esta en W1 sentido 

genérico, ya sea por aplicación indebida o inexacta o bien por falta de aplicación." 19 

El fin perseguido con el recurso de apelación es el de: "La reparación de las violaciones 

legales cometidas y que solamente es posible lograr a través de la modificación o la revocación 

de la resolución impugnada, para lo cual deberá dictarse otra que resuelva lo procedente.,,2o 

Díaz de León, manifiesta al respecto: "El fin natural de la apelación es la revisión, por 

mayor Juez de la sentencia impugnada, el instinto natural de rebeldía o de desobediencia 

aflorante en la parte que pierde el juicio en el derecho procesal se canaliza racionalmente hacia 

un instinto de justicia manifestante de la misma inconformidad, pero exteriorizando en la vía de 

impugnación ante quien está facultado para derogar el fallo que le incomoda o le perjudica, es 

decir, ante el Ad quemo De esta manera jurídicamente se elimina la poslblhdad de regresar a ia 

justicia de propia mano, asimismo se robustece la confianza en la jurisdicción del estado 

delegada para revisar estos casos en W1 Tribunal Superior." 21 

2.4.9. TRÁMITE DEL RECURSO DE APELACIÓN 

El Recurso de Apelación se interpondrá ante el Juez o Tribunal que dictó la resolución 

judicial misma que considera el apelante le causa agravios, el órgano jurisdiccional la admitirá si 

procediere. 

Se faculta al Juez recurrido para admitir o desechar la apelación interpuesta, es decir, sin 

dar vista a las partes. De aquí se infiere que la alzada debe interponerse ante el mismo juez 

recurrido. AW1que expresamente el artículo 421 del Código Procesal Penal Distrital no señale, 

también se infiere que el juzgador apelado puede además de admitir o rechazar la alzada, 

determinar el efecto que corresponda a la apelación admitida, de esta manera, sin optar 

procesalmente es posible separar la simple admisión del recurso del efecto que se le asigne, con 

19 eolin Sánchez, Guillermo. Op. cit, supra (1), Pag.447 
zo Ibídem, Pág. 477. 
11 Diazde León Marco Antonio. Op cit, supra (14), Pilg 654 
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lo cual señala el segundo párrafo de este artículo, no sería recurrible la resolución de omisión de 

la Alzada, pero no así por economía procesal y para evitar duplicidades, se estima que tampoco 

es recurrible la resolución que establece el efecto o efectos de la apelación admitida. 

Es correcto interpretar que corresponde al juez señalar los efectos del recurso, para no 

entorpecer la marcha del proceso ni propiciar la ejecución indebida de resoluciones apeladas, 

esto porque la calificación de los citados efectos por el propio juez recurrido, produce sus 

consecuencias inmediatas en la misma primera instancia del proceso que corresponda. 

Dictado el fallo definitivo inmediatamente después de sus notificaciones a las partes, se 

abre un compás de espera variante según las legislaciones, durante el cual dicho fallo queda 

expuesto a la interposición del recurso. Por simple lógica, podrá deducirse, que durante dicho 

lapso la resolución no debería surtir sus efectos o ejecutarse, ante la expectativa de que, por 

causar agravios, se interpusiera la apelación y además se declara su procedencia en el tribunal 

superior, por las mismas razones, podría igualmente pensarse, la sentencia no es susceptible de 

ejecución mientras dure el procedimiento de la apelación, es decir, mientras no se falle el 

recurso, con objeto de ver si se revoca, modifica o confirma la resolución impugnada y adquiera 

la certeza jurídica que da la cosa juzgada para su ejecución. Como consecuencia de lo anterior se 

establecen los principios, que admiten algunas excepciones, de que una vez interpuesto el 

recurso, se suspenda la ejecución del fallo y se produce la inmediata desvinculación del A qua y 

la sumisión del aslUlto al juez superior estableciéndose así las reglas de los efectos devolutivo y 

suspensivo de la apelación. 

En cuanto a los efectos en que procede el recurso de apelación, el numeral 419 del 

Código de Procedimientos Penales señala que: 

Salvo determinación expresa en contrario. el recurso de apelación procederá solo en 

el efecto devolutivo y muy especialmente respecto de las sentencias definitivas que 

abslleh'an al acusado. 
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El artículo citado anteriormente señala que por regla general, en las sentencias definitivas 

que absuelvan al acusado, procederá el recurso solo en efecto devolutivo, así como en todas las 

demás resoluciones judiciales y en cuanto al señalamiento de salvo determinación expresa en 

contrario, se debe de entender que el recurso de apelación podrá proceder en ambos efectos, esto 

es devolutivo y suspensivo. 

El efecto devolutivo significa que la interposición del recurso produce el efecto de que el 

Tribunal inferior (de primera instancia) devuelva al superior (de segunda instancia) la 

jurisdicción que recibió de él y el efecto suspensivo quiere decir que la interposición del recurso 

origina el efecto de suspender la jurisdicción del inferior. Como se advierte, el efecto devolutivo 

no suspende la jurisdicción y por ende el inferior puede seguir actuando en el proceso aún 

después de la resolución apelada. 

Las sentencias condenatorias son apelables en ambos efectos y las absolutorias 

únicamente en el devolutivo, de aquí que la interposición del recurso de apelación impida la 

ejecución de las primeras pero no la de las segundas. Si una sentencia contiene pronunciamientos 

condenatorios y absolutorios, los efectos de la apelación serán suspensivos para aquellos y 

devolutivos para estos. Los autos de formal prisión y de libertad por falta de méritos son 

apelables en el efecto devolutivo. 

"La ejecución provisional de la resolución apelada, cuando el recurso procede 

únicamente en el efecto devolutivo, obliga en caso de que sea revocada a restituir las cosas al 

estado que guardaban con anterioridad a esta. Por lo tanto, la apelación con efectos meramente 

devolutivo solamente procede respecto de resoluciones que originen efectos procesales, sin 

actualizar sobre el sujeto pasivo de la acción penal la conminación punitiva,,22 

Cabe señalar que cuando la apelación se admita en ambos efectos y no hubiere otros 

procesados en la misma causa que no hubieren apelado y además no se perjudique la instrucción, 

o cuando se trate de sentencia definitiva se remitirá original del proceso a! Tribuna! Superior 

respectivo, en otras circunstancias, se remitirá testimonio de todas las constancias que las partes 
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designen y de las que el juez considere conducentes. El original o testimonio debe remitirse al 

Tribunal de Alzada dentro del plazo de cinco dias, como lo dispone el articulo 422 del 

Ordenamiento legal antes citado. 

2.4.10. FUNDAMENTO LEGAL DEL RECURSO DE APELACIÓN 

El fundamento legal para interponer el recurso de apelación, se encuentra consagrado en 

los artículos 414 al 434 del Código de Procedimientos Penales para el Distrito Federal. 

2.4.11. RESOLUCIONES JUDICIALES APELABLES EN MATERIA DEL 

FUERO COMÚN EN EL DISTRITO FEDERAL. 

El artÍCulo 418 del Ordenamiento legal citado, señala las resoluciones judiciales que son 

objeto de ser apelables: 

l.p Las sentencias definitivas. incluyendo aquellas que se pronuncien en los procesos 

sumarios. 

I1.p Los GuJos que se pronuncien sobre clles/iones de jurisdicción o competencia; los 

que mandan suspender o continuar la inslmcción; el de ratificación de la detención; 

el de formal prisión o de sujeción a proceso o el que los niegue; el que conceda o 

niegue la libertad. 

Ill.- Los que resuelvan las excepciones fundadas en alguna de las causas que 

extinguen la m.:ción penal; los que declaran no haber delito que perseguir; los que 

concedan o nieguen la acumulación o los que decreten la separación de los procesos; 

y, 

n AriUa Bas, Fernando. Op. cit. supra (5), Págs. In y 173 
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lV.- Todos aquellos en que este Código conceda expresamente el recurso. 

De lo anterior se desprende lo dificil que es explicar el absurdo sistema de apelación 

establecido en el Código Procesal Penal Distrital arbitraria manera de implantar la Alzada, 

denota fines obscuros incomprensibles e injustificables de una política criminal incompatibles 

con nuestra tradición de justicia; este artículo 418, al establecer en su reducido catálogo, 

taxativamente las resoluciones contra las cuales procede el recurso, prácticamente dejan fuera de 

apelación a la mayoría de los actos del juzgador. 

Lo anterior implica la no apelabilidad de las resoluciones no enumeradas en el artículo 

418 y con ello las mismas sean solo revocables, con lo cual se establece el riesgo de dejar a la 

voluntad unilateral del órgano jurisdiccional, muchas veces arbitraria la decisión de revocar o no 

sus propias determinaciones, la cual no admite recurso alguno según lo señala el artículo 413 del 

Código de Procedimientos Penales del Distrito Federal. 

2.4.12. INTERPOSICIÓN Y ADMISIÓN DEL RECURSO DE APELACIÓN 

El recurso de apelación podrá interponerse por escrito o de palabra, dentro de los tres 

días a partir de que se hizo la notificación, si se tratare de auto, de cinco si se tratare de 

sentencias definitivas y de dos si se tratare de otra resolución, excepto en los casos en que la ley 

disponga otra cosa, en el numeral 416 del Código de Procedimientos Penales para el Distrito 

Federal. 

En la interposición y admisión del recurso de apelación debe atenderse a tres aspectos: 

1.- Tiempo.- La ley concede a efecto de impugnar la resolución judicial, por medio del recurso 

de apelación un término perentorio al cuaJ deben atenerse el apelante, siendo los siguientes 

términos: 

a) En el momento de notificarse de la resolución o dentro de los tres días siguientes de 

hecha aquella tratándose de autos. 
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b) En sentencias definitivas, el apelante podrá manifestar su inconformidad en el 

momento mismo de la notificación o dentro de los cinco días siguientes. 

e) Tratándose de otras resoluciones en el momento de notificarse de aquella o dentro de 

los dos días siguientes. 

Para la interposición del recurso de apelación bastara hacerlo de manera verbal o por 

escrito o por comparecencia.. siendo necesario fundamentarlo confonne a derecho. 

En los casos de sentencia definitiva cuando las partes tengan conocimiento de esta, de no 

estar de conformidad con la resolución emitida por el órgano jurisdiccional, la ley establece 

obligación a cargo de este y específicamente para el secretario de acuerdos de hacer conocer el 

término de interposición del recurso de apelación, de conformidad con lo establecido en el 

artículo 420 del Código Procesal Penal y de existir tal omisión, el término para interponer el 

medio de impugnación se duplicará. 

2.- Legitimación del apelante.- El órgano jurisdiccional, al recibir promoción alguna o 

comparecencia, interponiendo el recurso de apelación, observara si quien lo formula esta 

legitimado por el numeral 417 del Código Procedimental Penal, de lo contrario podrá no ser 

admitido el medio de impugnación citado. 

3.- Si es impugnable.- El Juzgador examinará si la resolución judicial impugnada es apelable o 

no, pues de no estar establecida en el artículo 418 del ordenamiento legal antes mencionado, no 

podrá ser recurrible, teniendo conforme a la ley el recurso de revocación, o en su defecto el juicio 

de garantía .. 

El órgano jurisdiccional una vez interpuesto el recurso de apelación dentro del término 

legal, sin substanciación alguna, lo admitirá si procediere. Contra este auto no se da recurso 

alguno, si no admitiere la apelación procederá el recurso de Denegada Apelación. 
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2.4.13. SUBSTANCIACIÓN DEL RECURSO DE APELACIÓN ANTE EL 

TRIBUNAL DE SEGUNDA INSTANCIA 

El procedimiento ante el "Iudex ad quem" se iniciará al recibirse el proceso o testimonio 

en su caso por el Tribunal de Alzada, este tendrá que substanciar el recurso de apelación 

siguiendo una serie de actos procesales que dan inicio con el llamado auto de radicación: 

l~ AUTO DE RADICACION. El primer acto procedimentaJ que inicia la segunda 

instancia, es el auto de radicación. "En el cual se hará constar tener por recibida la causa con el 

número que le corresponda, consistente en el numero de fojas con el cual esté integrado, 

instruida por el delito que se haya consignado y en contra de la persona responsable, deberá 

asentarse en el auto de radicación el motivo por el euaJ se recibió la causa, es decir, para resolver 

el recurso de apelación interpuesto por el apelante, asimismo se asentará la orden de registro en 

el libro de gobierno, se forma el toca respectivo y se da la intetvención legal que competa al 

Ministerio Público, señalándose también el fundamento legal; y el señalamiento para la 

celebración de la vista en fecha y hora determinada, así como la Sala y Magistrados que integran 

la misma, asentándose el nombre del ponente. Si el acusado o sentenciado según el caso no ha 

designado defensor que le asista, se le prevendrá para que en el término de tres días lo nombre y 

en caso de no hacerlo se le nombrará uno de oficio,,23 

lI.· LA NOTIFICACIÓN DEL AUTO Y SUS EFECTOS. El articulo 423 del Código 

Procesal Penal para el Distrito Federal, señala que recibido el proceso o testimonio, en su caso, 

el tribunal mandará citar a las partes para la vista del negocio dentro de los quince días 

siguientes. 

"El auto mencionado debe h~cerse conocer a las partes, mismas que podrán tomar en la 

secretaría del Tribunal los apuntes que necesiten para alegar, pueden igualmente dentro de los 

tres días siguientes a la notificación, impugnar la admisión el recurso o el efecto en que fue 

admitido y la Sala, dentro de los tres días siguientes resolverá lo pertinente y en caso de declarar 

1) Aniaga Flores, Arturo. Op. cit, supra, póg.451. 
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que la apelación fue mal admitida sin revisar la sentencia o auto apelado devolverá la causa al 

juzgado de su origen, si se le hubiere enviado con motivo del recurso. También podrá la sala, 

después de la vista declarar si fue mal admitida la apelación, cuando no se hubiere promovido el 

incidente que autoriza el artículo citado con anterioridad y sin revisar la sentencia o auto apelado, 

devolverá en su caso la causa al juzgado de su origen" 24 

IlL- APORTACIÓN DE LA PRUEBA. En cuanto al ofrecimiento de pruebas en 

segunda instancia, el artículo 428 del Código de Procedimientos Penales señala que: "Cuando 

alguna de las partes quisiera promover alguna prueba, lo hará al ser citada para la vista o dentro 

de tres días, si la notificación se hizo por instructivo expresando el objeto y la naturaleza de 

dicha prueba. La Sala al día siguiente de hecha la promoción resolverá si es admitida o no, en 

caso de que sea admitida la probanza se desahogará dentro de cinco días." 

"Si el recurso de apelación tiene por objeto examinar si en una resolución judicial se 

aplicó inexactamente la ley, si se violaron los principios reguladores de la valoración de la 

prueba o si se alteraron los hechos para la existencia de aquel es necesario la figura jurídica 

denominada agravio" 25 

El agravio se define como: "Todo daño o lesión que sufre una persona por violaciones a 

la ley en una resolución judicial,,26 

Los agravios deben expresarse a1 momento de interponer el recurso o bien en la 

audiencia final de segunda instan~ia, según el artículo 415 del Código de Procedimientos 

Penales. 

El día señalado para la vista del negocio dará comienzo la misma con la relación del 

proceso que hará el secretario, dando uso de la palabra con posterioridad a esto al apelante y a 

continuación se les dará el uso de la palabra a las otras partes en el orden que indique el 

2~ Colín Sánchez, Guillenno. Op. cit, supra (1), pas,. 485. 
H Arriasa Flores, Arturo. Op. eit, supra, Pág. 456. 
20 Colín Sánchcz, Guillermo. Op. cit, supra (1), Pág. 482. 
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presidente, si las partes no ocurren a la audiencia, se llevará a cabo la audiencia sin estas, la 

audiencia de referencia se podrá celebrar con la asistencia de dos magistrados cuando menos, 

pero la sentencia respectiva deberá pronunciarse por los tres magistrados que integran la sala. 

Los Puntos Constitutivos de la Sentencia de segunda instancia variarán de conformidad 

si se trata de impugnación de un auto o bien de una sentencia definitiva, pero en todos los casos 

el Iudex Ad Quem, debe tener en cuenta si se comprobaron los elementos constitutivos del 

cuerpo del delito y la culpabilidad. Si se tratare de cuestiones de autos, el órgano jurisdiccional 

de apelación no deberá entrar al estudio del fondo del asunto, pues este deberá ser competencia 

del Iudex Ad Qua, en sentencia definitiva el tribunal de apelación deberá al emitir su fallo 

necesariamente tener en cuenta lo preceptuado en los artículos 51 y 52 del Código Penal. 

Los efectos que producirá la sentencia de segunda instancia, dependerá del contenido de 

los puntos resolutivos de aquella y del efecto en los que se admitió el medio de impugnación. 

Cuando la resolución confirma, ratificando lo resuelto en primera instancia, si el recurso actuó 

con efecto suspensivo, se levanta la inactividad en primera instancia y si se actuó en el efecto 

devolutivo, el procedimiento que nunca se detuvo prosigue normalmente. Por otra parte cuando 

la resolución revoca o modifica quedando sin efecto la recurrida en todo o en parte y si el efecto 

de la impugnación fue suspensivo el procedimiento avan~a sobre los términos captados en la 

revocación o modificación y si fue devolutivo se anula todo el procedimiento desenvuelto 

posterior a la detenninación recurrida, es decir, se desenvuelve el procedimiento al estado en que 

se encontraba al dictarse aquella y se continua con base en lo dispuesto por la revocación o 

modificación. 

2.4.14. LA DENEGADA APELACIÓN 

La palabra denegar significa no conceder lo que se pide y aplicado al medio 

impugnatorio, consistiría en no conceder el recurso de apelación por la autoridad jurisdiccional 

que debe autorizarlo. 
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"La denegada apelación es un medio de impugnación ordinario, cuyo objeto inmediato es 

la manifestación de inconformidad del agraviado con la resolución del órgano jurisdiccional que 

niega la admisión de la apelación o del efecto devolutivo en que fue admitida siendo procedente 

en ambos." 27 

2.4.15. OBJETO Y FIN DEL RECURSO DE DENEGADA APELACIÓN 

El objeto de este recurso es la resolución judicial que niega la admisión de la apelación o 

el efecto en que debió de admitirse. 

En concreto se advierte que en la denegada apelación atendiendo a nuestros lineamientos 

legaJes, se estudiara si el impugnante tiene derecho a apelar, si la resolución judicial del caso es 

apelable y por último siendo apelables en que efecto lo es. 

El fin perseguido con este recurso es que el Tribunal superior revoque la resolución que 

negó la apelación total o parcial 

2.4.16. TRÁMITE DEL RECURSO DE DENEGADA APELACIÓN 

El recurso de denegada apelación podrá ser interpuesto verbalmente o por escrito, dentro 

de los dos días siguientes a la notificación del auto en que se negara la apelación, podrán 

interponer la denegada apelación aquellos a quienes la ley les faculta para interponer el recurso 

de apelación, interpuesto el recurso, el juez sin mas trámite enviará al Tribunal Superior dentro 

de los tres días siguientes un certificado autorizado por el secretario en el que consten la 

naturaleza y estado del proceso, el pwHo sobre el que recaiga el punto apelado, insertándose este 

a la letra y el que lo haya declarado inapelable, asi como las actuaciones que creyere 

convenientes, una vez recibido en el TribW1al el certificado se pondrá a la vista de las partes por 

cuarenta y ocho horas para que manifiesten si faltan o no actuaciones sobre las que tengan que 

alegar, en caso de que alguna de las partes señale que faltan actuaciones, el Tribunal de Alzada 

11 Ibídem, Pág. 495. 
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librara oficio al juez inferior para que dentro de un plazo prudente remita copia certificada de las 

actuaciones faltantes, la sentencia se pronunciará dentro de tres días a partir de la última 

notificación de citación para dictar la resolución definitiva. 

El fundamento legal para acogemos del recurso de la Denegada apelación, lo encontramos 

en los artículos 435 al 442 del Código de Procedimientos penales del Distrito Federal. 
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CAPÍTULO 3 

GARANTÍAS PROCESALES DEL INCULPADO 

3.1 NOCIÓN DE GARANTÍA 

Iniciaremos este capítulo indicando cuales son los diversos significados de la palabra 

GARANTÍA, señalando que la palabra "garantía" viene del término anglosajón "warranty" o 

"warrantie", que significa la acción de asegurar, proteger, defender o salvaguardar, por lo cual 

entendemos que tenga una connotación tan amplia. 

Burgoa, indica que "GARANTÍA" equivale, pues, en Su sentido lato, a "aseguramiento" o 

"afianzamiento", pudiendo denotar también "protección", "respaldo", "defensa", "salvaguarda" o 

"apoyo". Jurídicamente, el vocablo y el concepto "garantía" se originaron en el derecho privado, 

teniendo en él las acepciones apuntadas. ,,28 

Este concepto de garantía, en lo que se refiere al derecho, ha significado diversos tipos de 

protecciones las cuales son otorgadas a favor de los gobernados, mismos que se encuentran en un 

estado de derecho, en donde la actividad del gobierno, a través de sus autoridades judiciales, 

aparecen sometidos a normas que han sido con anterioridad establecidas; en tal sentido, Isidro 

Montiel y Duarte menciona que " ... todo medio consignado en la Constitución para asegurar el goce 

de un derecho se llama garantía, aoo cuando no sea de las individuales ... 29 

Dentro de las garantías que tiene todo gobernado, llamadas garantías indi\~duales, 

encontramos una división práctica de éstas, y entonces encontramos: 

a) Garantías individuales ooilaterales; 

b) Garantías individuales irrenunciables; 

c) Las garantías individuales son permanentes; 

18 Bwgoa, Ignacio, LAS GARANTÍAS INDIVIDUALES, 26& edición, México D.F" Editorial Ponúa, SAo 1994, Pág. 
161. 
29 Ibídem, Pág. 162. 
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d) Las garantías individuales son generales; 

e) Las garantías individuales son supremas y 

f) Las garantías individuales son inmutables. 

La primera de esta división se refiere a que el poder público es el único obligado como 

sujeto pasivo y el sujeto activo que existe es el gobernado, la segunda se refiere a que no se pueden 

renunciar, todos los gobernados gozan de ellas, aunque se dejen de hacer valer, como por ejemplo, 

el derecho al voto; la tercera se refiere a que nunca mueren, es decir, siempre el individuo gozará de 

éstas, a no ser que le sean retiradas por algún procedimiento en el cual se haga acreedor a una 

sanción de este tipo; la cuarta se refiere a que protegen a todos los individuos que se encuentren 

dentro del territorio nacional; la quinta hace alusión a que son tan importantes los valores y los 

bienes jurídicos tutelados, que se encuentran contempladas dentro de nuestra carta magna; y la 

última nos hace referencia a que por ningún motivo podrán ser modificadas por alguna ley 

secundaria. 

Podemos considerarlas, dentro del ámbito legal, corno aquellos instrumentos creados por Wl 

Estado, las cuales se encuentran contempladas, en nuestro país, en la Constitución Federal así como 

en ordenamientos legales orgánicos del Poder Judicial, y por las leyes procedimentales en vigor. 

A lo largo de la historia de nuestro país, las constituciones que han existido han protegido 

derechos básicos de los individuos, que se traducen en garantías procesales, las cuales aseguran que 

serán seguidas por los órganos y autoridades judiciales antes de llegar a cualquier determinación 

dentro del procedimiento penal. 

Podemos decir de igual manera que son los derechos que la Constitución Federal contempla 

en beneficio de algún inculpado, durante el desarrollo del procedimiento del juicio de que se trate, 

con la finalidad de encontrar equidad ante el Ministerio Público, que en sentido estricto, es la parte 

acusadora 



3.2. GARANTÍA DE LIBERTAD (ARTíCULO 16 CONSTITUCIONAL) 

3.2.1 ORDEN DE APREHENSIÓN 

La orden de aprehensión, es "una situación jurídica, un estado, un modo de lograr la 

presencia del imputado en el proceso. ,,30 

Desde el punto de vista de un procedimiento penal, es aquella resolución judicial en la que, 

basándose en todos los elementos y procedimientos del Ministerio Público, y una vez que han sido 

satisfechos los requisitos del artículo 16 de la Constitución Federal que es objeto del presente 

estudio, se ordena la captura de un individuo, para que sea llevado ante la presencia de la autoridad 

que lo solicita, con la finalidad de que conozca todo lo referente a la conducta o hecho que se le 

atribuye. 

Cabe mencionar, que para que se libere una orden de aprehensión, no es necesario que se 

encuentre integrado en su totalidad el cuerpo del delito, bastará que se hayan respetado todos 

aquellos elementos del artículo 16 de la Constitución Federal 

Encontramos dentro de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos 

consagrada la garantía constitucional de libertad, la cual indica que los derechos de todos los 

gobernados deben ser tutelados por el estado rector, y garantizar el goce de la libertad fisica de 

éstos, y sólo podrá ser restringida bajo leyes previamente establecidas, siguiendo todas aquellas 

formalidades que exijan estas leyes, tanto sustantivas como adjetivas. 

Jesús Zamora Pierce indica al respecto que "Un estado respetuoso de los derechos humanos 

debe proteger la libertad fisica de todos los individuos, y restringirla únicamente en los casos 

establecidos previamente y Iimitativamente en la ley, mediante las formalidades y requisitos que ella 

establece".31 

)O Pompeo Pezzatini, LA CUSTODIA PEREVENTIVA: 34. 
31 Zamora _ Pierce, Jesús, GARANTÍAS r PROCESO PENAl., 10" edición, México D.F., Editorial Porrúa, S.A, 2000, 
Pág. 
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En el párrafo segundo del artículo 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos 

Mexicanos se establece que: 

No podrá librarse orden de aprehensión sino por la aUforidadjudiciaL 

El elemento principal de la redacción de este artículo es precisamente este enunciado, el cual 

nos hace ver que la única autoridad competente para librar la orden de aprehensión, serán los jueces 

penales, ya que ellos se encuentran investidos con esta facultad, cuya consecuencia es la de privar de 

su libertad a un individuo. 

Al encontrarnos frente a la redacción de este artículo constitucional podemos ver que 

ninguna otra autoridad, ya sea civil, militar, federal o local tiene tal facultad y si lo hiciere, nos 

encontramos ante una típica violación de garantías individuales que tanto tutela el estado. 

Cabe hacer mención, que definitivamente no es suficiente que la autoridad judicial, es decir, 

los jueces libren la orden de aprehensión, porque existen diferentes elementos y requisitos que son 

previamente establecidos por la ley penal, para que sean constitutivos de algún hecho punitivo, es 

decir, es necesario que los hechos que han sido denunciados constituyan efectivamente un delito de 

los que la propia ley castigue con pena corporal. 

Atendiendo a lo anterior, existen criterios en ese sentido, y para tal caso encontramos la 

siguiente tesis de jurisprudencia: 

"ORDEN DE APREHENSI6N.- Para que proceda una orden de aprehensión, no basta 

que sea dictada por autoridad judicial competente, en virtud de denuncia de un hecho que la ley 

castiga con pena corporal, sino que se requiere además, que el hecho o hechos denunciados 

realmente puedan constituir un delito que la ley castigue con pena corporal; y el juez de distrito 

debe hacer un estudio de las circunstancias en que el acto fue ejecutado para dilucidar si la orden 

de captura constituye o no, violación de garantías. " 

Tomo XVII, Pág 1076, Aca, Apolinar y Coag 
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Tomo XV/ll, Pág. 1125. Gaminde Vda. De Zaldívar, Teresa y Coags. 

Tomo XXVIII. Pág. 848. Franco, Ernesto y Coag. 

Tomo XXX, Pág. 1752. Montemayor, Emigdio. 

Tomo XXXI, Pág, 643. Lovillo Vda. De Sánchez, Amelja. 

Tesis de Jurisprndencia Definida nlÍmero 208, Apéndice 1917 - 1975, Segunda Parte, 

Primera Sala, pág 439 

Cabe hacer mención que en la propia redacción del artículo 16 de la Constitución Política de 

los Estados Unidos Mexicanos, en su párrafo primero establece: 

Nadie puede ser molestado en Sll persona, jamiha, domicilio, papeles o posesiones, 

sino en virtud de mandamiento escrito de autoridad competente. que fllnde v motive la 

causa legal del procedimiento. 

A la luz de la redacción del párrafo anterior, se confirma el hecho de que la autoridad 

judicial tiene además que fundar y motivar, la orden de aprehensión que vaya a hacerse efectiva 

sobre algún individuo, ya que es requisito indiscutible y sine qua non los elementos indicados. 

Como ha quedado establecido, la autoridad judicial es la única facultada por el estado para 

poder librar ordenes de aprehensión, lo que significa, que durante la etapa de averiguación previa, 

están impedidos de hacerlo el Ministerio Público y la Policía Judicial, y en caso de contravenir esta 

disposición, nos encontramos, como ha quedado establecido, ante violación de garantías 

individuales. Como quedó sustentado en la tesis de jurisprudencia transcrita, la autoridad judicial no 

puede, de manera arbitraria, dictar órdenes de aprehensión a discreción, debe dictarlas 

efectivamente cuando se reúnan todos aquellos requisitos establecidos por la propia ley y que 

nuestra Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos establece: 

a) Que proceda denuncia o querella 

b) Que sean de hechos denunciados o querellados que la propia ley señale como delitos, y que 

sean sancionados con pena corporal. 

c) Que exista el cuerpo del delito. 
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d) Que existan los elementos que integren la probable responsabilidad. 

e) Que el Ministerio Público la solicite. 

f) Que se haga de forma escrita. 

g) Que la dicte una autoridad competente. 

Como podemos observar son varios los requisitos que son indispensables para que la 

autoridad judicial pueda ordenar que se libre una orden de aprehensión en contra de aJgún individuo 

y pasaremos a su análisis uno por uno más adelante. 

De la redacción del Código de Procedimiento Penales para el Distrito FederaJ, en su artículo 

132 se estipula que: 

Para que un juez pueda librar orden de aprehensión, se requiere: 

1. Que el Ministerio Público la haya solicitado; y 

2. Que se reúnan los requisitos fijados por el artículo 16 de la Constitución Federal. J] 

Con lo anterior, encontramos como requisito indispensable consignado en la norma 

sustantiva indicada, misma que viene a dar un marco más específico de lo establecido en nuestra 

Constitución Federal en el artículo ya mencionado, que hay ciertos requisitos que se deben cubrir 

antes de ser librada la orden de aprehensión. 

Aún después de haberse cumplido tales requisitos y de que se haya efectuado la orden de 

aprehensión de tul indiciado, se tienen que seguir cumpliendo determinadas formalidades para que 

no sean violadas las garantías individuales de éste, como las que enumera el artÍCulo 134 del Código 

de Procedimientos Civiles para el Distrito Federal y que a la letra dice: 

Siempre que se lleve a cabo una aprehensión en virtud de orden judicial, quien la 

hubiere ejecutado deberá poner al aprehendido, sin dilación a disposición del juez 

respectivo, informando a éste acerca de la fecha, hora y lugar en que se efectuó, y 

32 CODlGO DE PROCEDIAHENTOS PENALES PARA EL DISTRITO FEDERAL, 54& edición, México, D.F., Editorial 
PonUa, S.A., 1999, Pág. 34. 
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dando a conocer al aprehendido el derecho que tiene para designar defensor. En 

caso de que la detención de una persona exceda de los plazos señalados en el artículo 

16 de la Constitución Federal, se presumirá que estuvo incomunicada y las 

declaraciones que haya emitido el detenido no tendrán validez. 33 

Como es de advertirse, el procedimiento en general. y en específico de la facultad. de girar 

órdenes de aprehensión de la autoridad judicial, se encuentra plagado de garantías constitucionales, 

las cuales deben o deberían de ser respetadas por las autoridades que las dictan y ejecuta. 

3.2.2 DENUNCIA O QUERELLA DE PARTE 

Encontramos en el párrafo segundo del precepto constitucional en estudio lo que a la letra 

dice: 

No podrá librarse orden de aprehensión sino por la autoridad judicial y sin que 

proceda denuncia o querella. 

De lo anterior vemos que es necesario que para que se inicie cualquier procedimiento de tipo 

penal, se requiere cumplir con los requisitos de denuncia o querella, lo cual dará pie a la 

investigación de los hechos que se hagan conocedores las autoridades. 

Jesús Zamora - Pierce, considera que "La denuncia es la noticia que da cualquier persona a 

la autoridad competente sobre determinado hecho posiblemente constitutivo de un delito perseguible 

de oficio. Esa notilia criminis puede provenir tanto de la víctima del delito como de un tercero de 

un particular o de tul empleado o funcionario público, de un procesado, de un reo, de un nacional o 

de un extranjero, de un mayor o de un menor de edad, e incluso del propio autor del delito 

(autodenuncia),,34 ; en cuanto a la querella indica que "La querella es la noticia que dan las personas 

limitativamente facultadas a la autoridad competente, sobre determinado hecho posiblemente 

33 Ibídem, Pág. 35. 
34 Zamora _ Pierce, Jesús. Op. cit, supra (39), Pág. 15. 

50 



constitutivo de un delito perseguible a petición de parte, expresando su voluntad de que se persiga 

penal mente". 33 

Cabe hacer mención, que además de las diferencias entre denuncia y querella que han 

quedado establecidas, se encuentran las que la propia ley penal establece, indicando que se tratará 

de denuncia, cuando sean delitos que se persiguen de oficio, es decir, que la propia autoridad 

judicial tiene facultades para conocer no importando quien hiw de su conocimiento los hechos 

constitutivos de un posible delito, esta opera aunque quien haya sufrido en su persona o bienes el 

delito de que se trate, no lo ponga en conocimiento de las autoridades, y es precisamente que lo 

puede investigar por ministerio de ley; en cambio, la querella es esencial que la haga el ofendido, es 

decir, toda aquella persona que haya sufrido un perjuicio con motivo del delito. En el caso de que 

sea una persona moral la que haya sufrido el perjuicio, bastará que se presente por apoderado que 

tenga poder general para pleitos y cobranzas con cláusula especial que indique tal característica. 

La Suprema Corte de Justicia de la Nación ha considerado que no es necesario determinado 

requisito para poder expresar la voluntad del ofendido, es decir, de quien vaya a querellarse 

respecto algún posible delito, con lo cual tenemos que bastará que se presente ante la autoridad 

judicial correspondiente a indicar cual ha sido el daño o lesión sufrido, y al respecto tenemos: 

"QUERELLA, NO ES NECESARIO EL FORMULISMO PARA LA EXISTENCIA DE LA.-

Para la existencia de la querella, indispensable para la persecución de ciertos delitos, no es 

necesario el fomllllismo, para expresar con palabras sacramentales, el deseo de que se castigue a 

determinada persona, sino que es bastante que se ocurra ante la autoridad competente, a exponer 

los hechos que se estimen constitutivos de delito, con lo cual tácitamente se está demostrando que 

se persiga al infractor. " 

Amparo directo 4434/1963. Carlos Navarrete Martinez. Agosto 7 de 1964. 

5 votos. Ponente: MIro. Mario G. Rebolledo F. 

1" Sala. Sexta l!.poca, Volumen LXXXVI, Segunda Parte, Pág. 19. 

l~ Zamora - Pierce, Jesús. Op. cit, supra (39), Pág. 16. 
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3.2.3. NECESIDAD DE ELEMENTOS QUE ACREDITEN EL TIPO PENAL 

Y LA PROBABLE RESPONSABILIDAD DEL INDICIADO 

En el párrafo segundo, del artículo constitucional en estudio a la letra dice: 

No podra liberarse orden de aprehensión sino por la autoridad judicial)' sin que 

proceda denuncia o querella de un hecho que la lev señale como delito sancionado 

cuando menos con pena privativa de libertad .. 

A una persona que será aprehendida por orden dictada por autoridad judicial competente, se 

le debe comprobar que los hechos que fueron denunciados o querellados ante ésta, son constitutivos 

de algún delito que, como el propio artículo 18 de la Constitución Federal establece, sean 

merecedores de pena corporal es decir, pena de prisión y que a la letra dice: 

Sólo por delito que merezca pena corporal habrá lllgar a prisión preventiva.}O 

El delito de que se trate deberá estar sancionado con la pena corporal y si no cumple este 

requisito, entonces no se podrá librar orden de aprehensión en contra de la persona; encontramos 

criterios en doctrina y jurisprudencia que indican que "tampoco debe dictarse orden de aprehensión 

si el delito es sancionado con pena alternativa (prisión o multa), pues en esta hipóteSIs no tenemos la 

certeza de que en caso de ser declarado culpable, el inculpado será sancionado con pena de prisión y 

sólo podremos saberlo cuando se dicte sentencia,,37, en este sentido, la orden de aprehensión que se 

libre en contra de una persona que sea merecedora, por el tipo de delito que comete, de una pena 

alternativa, entonces será violatoria del artículo 16 de la Constitución Federal. 

Continúa diciendo el segwldo párrafo de este precepto constitucionaL 

:ló CONSTIHXIÓN pOLineA DE LOS t:Sr.·lDOS UNIDOS J/EYICI.VOS. México, D.F., Editorial Sista, SA de 
C.V .. 2000,Pág 1I 
)" Rin:ra Silva, Manuel. 0r. Cit. Pág. 144; AriHa Baz. Fernando, Op. cit. supra (5), pág 71. 
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"No podrá liberarse orden de aprehensión sino por la allforidad judicial y sin que 

preceda denuncia o querella de un hecho que la ley señale como delito, sancionado 

cuando menos con pena privativa de libertad y existan datos que acrediten el cuerno 

del delito l' que hagan probable la responsabilidad del indiciado. " 

Como ha quedado establecido en párrafos anteriores, la sola demmcia o querella no basta 

para que se incite al órgano jurisdiccional para que libere una orden de aprehensión, las afirmaciones 

que realice el denunciante o querellante en su caso, deberán encontrarse plenamente apoyadas por 

las pruebas que estos aporten. 

El Código de Procedimientos Civiles para el Distrito Federal establece en su artículo 122, lo 

que a la letra dice: 

El Ministerio Público acreditará (los elementos del II/JO penal de que se trate y la 

probable responsabilidad del inclllpado, como base del ejercicio de la acción; y la 

autoridad judicial, a Sil vez, examinará si ambos requisitos están acreditados en 

alltos. 

El cuerpo del delito se tendrá por comprobado cuando se acredite el conjunto de los 

elementos objetivos o externos que constituyen la materialidad del hecho que la ley 

señale como delito. 

t:n los casos en que la ley incorpore en la descripción de la condllcta prel'ista como 

delito un elemento subjetivo o normativo, como elemento constitulivo esencial, será 

necesaria la acreditación del mismo para la comprobación del cuerpo del delito. 

La probable responsabilidad de/ indiciado. se tendrá por acreditada cuando de los 

medios probatorios existentes se deduzca Sil obrar doloso o culposo en el delito que se 

le imputa, y no exista acreditada en sufavor alguna causa de exclusión del delito. 

El delito tiene que quedar debidamente probado y establecido en autos, como lo indica el 

precepto anterior, lo cual dará la facultad a la autoridad judiciaJ competente para librar la orden de 

aprehensión: sin que se demuestren y prueben los hechos que se hagan saber a la autoridad, no se 
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puede pretender que se emita una orden para poder privar de su libertad a una persona, ya que se 

violan garantías individuales consagradas en la Constitución Federal. 

3.2.4. NECESARIA SOLICITUD DEL MINISTERIO PÚBLICO 

La orden de aprehensión se dicta, siempre y cuando, exista una solicitud previa del 

Ministerio Público, y que como ya hemos mencionado, se encuentren satisfechos los requisitos del 

artículo 16 de la Constitución Federal. 

Cabe mencionar que el propio Ministerio Público puede solicitar la cancelación de la orden 

de aprehensión, si se encuentra que por datos aportados posteriormente, ya no es procedente dicha 

orden y siempre y cuando ésta no se hubiere ejecutado. 

Al tenor de lo anterior, es necesario mencionar que el Ministerio Público tiene el 

"monopolio" de la acción penal, tal y como se encuentra redactado en el artículo 21 de la 

Constitución Federal que a la letra dice: 

La imposición de las penas es propia)' exclusiva de la allloridad judicial. La 

investigación y persecución de los de/itas incllmbe al Ministerio PÚblico, el cual se 

auxiliará con una policía que estará bajo Sil responsabilidad y mandado inmediato. 

También, en el párrafo segundo del artículo 102 de la Constitución Federal se menciona que 

es únicamente al Ministerio Público a quien se le permite solicitar las órdenes de aprehensión, 

indicando textualmente: 

fncumbe al Ministerio Público de la Federación, la persecución, ante los tribunales, 

de todos los delitos del orden federal; y. por Jo mismo. a él le corresponderá solicitar 

las órdenes de aprehensión contra los inc1lIpados· ... 
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De lo anterior concluimos, que para que se pueda liberar una orden de aprehensión es 

necesario que el Ministerio Público la solicite, ya que ni los tribunales penales ni cualquier otra 

autoridad, podrían liberarla por sí solos, tienen que existir el requisito antes mencionado. 

3.2.5. QUE CONSTE MANDAMIENTO POR ESCRITO 

Requisito indispensable de todo procedimiento penal, es que los actos que se realicen dentro 

del mismo, sean hechos por escrito, y así lo establece en su artículo 16 la Constitución Federal y que 

indica textualmente: 

"Nadie puede ser molestado en su persona. familia. domicilio, papeles o posesiones, 

sino en virtud de mandamiento escrito de la autoridad competente que funde y mO/ive 

la callsa legal del procedimiento. 

Como excepción al primer enunciado del artículo anterior, mencionaremos que nuestra 

Constitución Federal contempla excepciones a la garantía de audiencia, como ejemplo indicaremos 

el artículo 33 constitucional, en la que el Presidente de la República, si estima necesario, puede 

expulsar del país, sin juicio previo, a un extranjero, o la del artículo 27 constitucional en lo referente 

a las expropiaciones por causa de utilidad pública, pues el decreto expropiatorio se dicta antes de 

que el particular afectado produzca su defensa. 

De lo anterior se desprende, que si se contraviniera esta disposición legal constitucional, se 

estaría violando la garantía antes descrita, luego entonces, sería nulo todo lo que se siguiera 

actuando dentro del procedimiento lo que traería como consecuencia el no ejercicio de la acción 

penal. Al respecto, Burgoa opina que "Para que se satisfaga la garantía fonnal de mandamiento 

escrito no basta que éste se emita para realizar algún acto de molestia en alguno de los bienes 

jurídicos que menciona el articulo 16 Constitucional, sino que es menester que al particular afectado 

se le comunique o se le dé a conocer. Esta comunicación o conocimiento pueden ser anteriores o 

simultáneos a la ejecución del acto de molestia, pues la exigencia de que éste conste en un 

mandamiento escrito, sólo tiene como finalidad que el gobernado se entere de la fundamentación y 
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motivación legales del hecho autoritario que lo afecte, así como de la autoridad de quién 

provenga".38 

Lo anterior, en la práctica, definitivamente en la mayoría de los casos, no es del todo 

respetado, ya que por ejemplo, nunca se entrega copia de la orden de aprehensión al individuo que 

está siendo afectado por ést~ a pesar de que como ha quedado detallado, sea exigido por la 

Constitución, lo que nos hace pensar, que entonces nos encontramos ante una flagrante violación de 

garantías del inculpado y procede del todo interponer un amparo en contra del acto ordenado por la 

autoridad. 

3.2.6. QUE SEA DICTADA POR AUTORIDAD COMPETENTE 

Antes de pasar al estudio de este tema, definiremos que es lo que significa incompetencia, a 

lo cual, el Instituto de Investigaciones Jurídicas en su Diccionario Jurídico Mexicano indica: "Del 

latín incompetentia. Es la falta de jurisdicción de un juez para conocer de una determinada causa. 

Facultad que le permite al juez analizar de oficio, antes de entrar al conocimiento de un negocio, si 

procede o no a su tramitación, a efecto de que si resulta incompetente haga declaración en tal 

sentido y se abstenga de cualquier actuación.,,39 

En la definición anterior encontramos elementos de suma importancia, ya que determinarán 

si un juez puede conocer de un procedimiento o no, ya que si se tramitara un proceso penal ante 

autoridad que no fuera competente para conocer del negocio, tendría el mismo resultado de ser nulo 

lo actuado, aunque antes de cualquier estudio del proceso, el juez tiene la obligación de verificar si 

tiene facultades para hacer suyos los hechos planteados y de ser así, iniciar todos los trámites 

procedimentales necesarios. 

38 Burgoa, Ignacio. Op. cit, supra l36), Pág. 606 
)9 Barajas Montes de Oca, Santiago, DICCIONARlO JURiDICO MEnCAND, 9" edición, México, D.F., Editorial 
Porrúa, S.A., 1996, Pago 1667. 

56 



Al respecto, Couture ha indicado que los presupuestos necesarios del procedimiento son 

"aquellos antecedentes necesarios para que un juicio tenga existencia jurídica y validez formal".40 Al 

tenor de esta definición encontramos la radical importancia de que la orden de aprehensión sea 

dictada por la autoridad competente para tal fin. 

En el multicitado artículo 16 de la Constitución Federal, encontramos disposición en tal 

sentido: 

Nadie puede ser molestado en Sil persona, familia, domicilio, papeles o posesiones, sino f!1 

virtlid de mandamiento escrito de la autoridad competente que fllnde y motive la causa legal del 

vrocedimiento. 

No podrá liberarse orden de aprehensión sino por la autoridad judicial ... 

En este articulo se establece el requisito de que sea una autoridad competente la que dicte 

esta orden de aprehensión, pero además se hace necesario el elemento de ser dictada sólo por 

autoridad judicial, es decir,losjueces que sean competentes para ello, lo que excluye radicalmente la 

posibilidad de ser dictadas éstas por jueces de otra materia como podrían ser los civiles, familiares, 

concursales, etc., ya que son incompetentes atendiendo a la materia que conocen. 

En ocasiones la incompetencia para dictar órdenes de aprehensión, también se extiende a los 

jueces penales, atendiendo a su territorio o fuero, ya que si un delito de fraude es perpetrado en la 

ciudad de Morelia, no puede conocer de este un juez penal del Estado de México, ya que por 

territorio, se encuentra impedido de hacerlo, por lo tanto, es imposible que pueda liberar orden de 

aprehensión en contra del delincuente, lo mismo sucede en el caso de que se cometa un robo en 

contra de la Secretaría de Educación Pública, y se ponga en conocimiento de un juez con carácter 

local, éste estará impedido de conocer y abstraer el procedimiento, ya que en razón del fuero, le 

correspondería a un juez federal hacerlo. 

En el supuesto de que un juez incompetente ya sea por materia o fuero, ordene una orden de 

aprehensión en contra de algún indiciado, éste se encuentra en plena facultad de interponer y 

4(1 Ibídem. PoS- 1667. 



solicitar el amparo y protección de la justicia federal por medio del juicio de amparo en contra de ese 

acto, ya que vulnera la garantía consagrada en este párrafo del artículo 16 de la Constitución 

Federal. 

Existen reglas que contempla nuestro Código de Procedimientos Pena1es para el Distrito 

Federal, en su Título Quinto, Capítulo 1, referentes al tema de la competencia para conocer delitos, 

tales como que en materia pena1 no cabe prórroga ni renuncia de jurisdicción, como podría ocurrir 

en otras materias; siempre será juez competente para conocer de los delitos, el del lugar de los 

hech~s que generen éste; cuando haya varios jueces de igua1 categoría, será juez competente para 

aplicar la sanción, el que haya prevenido. 

Este ordenamiento jurídico, señala que en el caso de que un juez que no tuviera competencia 

por cualquiera de las razones antes expuestas, hubiere practicado las diligencias más urgentes y en 

su caso, dictado la orden de aprehensión, remitirá de oficio las actuaciones a la autoridad que juzgue 

competente y si ésta a su vez se considera también incompetente, enviará al tribunal superior las 

actuaciones para que se dicte la resolución que corresponda. 

3.3. EXCEPCIONES 

3.3.1. FLAGRANCIA 

Comencemos por definir lo que es la Flagrancia, a lo cual, el Diccionario Jurídico Mexicano 

indica que proviene "Del latín flagrantia. Se da propiamente la flagrancia cuando el autor del delito 

es sorprendido en el acto de cometerlo. No es, pues, una condición intrínseca del delito, sino una 

característica externa resultante de una relación circunstancial del delincuente con su hecho, Su 

presencia en el lugar del hecho y en el instante de su comisión es lo que hace la flagrancia "y no el 

cadáver todavía sangrante ni la casa que se incendia" (Manzini)".41 

~t Bunster, Alvaro. Op. Ci¡ (47) Pág, 1455 
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Esta es una clara excepción a los elementos y requisitos que se deben cubrir como el hecho 

de autorización judicial y previa denuncia o querella, para que sea girada una orden de aprehensión 

en contra del indiciado, ya que en este caso, y en virtud de la característica de delincuente flagrante, 

se da la facultad a la autoridad e incluso, como el propio artículo ] 6 de la Constitución Política 

indica, a cualquier persona., de detener a éste, textualmente indica en su párrafo cuarto: 

En los casos de delito flagrante, cualquiera persona puede detener al indiciado .. 

Es tal la culpabilidad del sujeto, que se permite privar de la libertad a alguien que se 

encuentre delinquiendo en el momento en que esté llevándose a cabo el hecho e incluso a sus 

cómplices, pero debe entenderse por flagrancia, no sólo el momento mismo y preciso en que se 

actualice la conducta delictuosa, sino también después de ejecutado el hecho y es perseguido 

materialmente o en el momento de que se haya cometido, alguna persona lo señala como 

responsable y se encuentra en su poder el objeto, o el instrumento con que aparezca cometido o 

huellas o posibles indicios que creen presunción fundada de la culpabilidad de éste. 

Impone obligaciones el citado precepto constitucional, que obligan a quien haya detenido a 

un delincuente flagrante, que debe cumplir, para no incurrir en el delito que se encuentra 

contemplado en el Título Vigesimoprimero, Capítulo Único del Código Penal en vigor para el 

Distrito Federal y en específico el párrafo primero del artículo 364 que a la letra indica: 

Se impondrá de seis meses a tres años de prisión y de veinticinco a cien días multa al 

particular que prive a otro de su libertad hasta por cinco días. Si la privación de la 

libertad excede de cinco días, la pena de prisión será de un mes más por cada día. 

Para no encuadrar en el delito indicado, se debe poner al indiciado, "sin demora alguna", a 

disposición de la autoridad inmediata., lo cual indica que sin dilación, sin detenerse por cualquier 

motivo, haga entrega de éste. 
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Al respecto, Jiménez Huerta indica que "Si por venganza, odio o cualquier otra 

motivación, el particular retuviere en su poder, sin entregar inmediatamente a la autoridad, a las 

personas detenidas infraganti, su conducta es encuadrable en la fracción 1 del artículo 364, habida 

cuenta que, a partir del instante que pudo y debió ponerlas a disposición de la autoridad, las retiene 

y, por tanto, detiene, ilegalmente".42 

3.3.2. URGENCIA 

Esta es la otra excepción a los requisitos indispensables para que una persona sea privada de 

su libertad, mediante la orden de aprehensión. De igual manera, se brinca todo ese procedimiento 

exigido en la Constitución Federal, en virtud de la necesidad que tiene la autoridad judicial de 

detener al indiciado. 

Antes de las reformas de 1993 a la Constitución Federal, se extendía esta facultad de detener 

al indiciado, a las autoridades administrativas, pero ahora es únicamente factible realizar la detención 

en este sentido a las autoridades judiciales. 

En cuanto a la redacción del articulo en comento, y como ha quedado dicho, antes de las 

reformas señaladas, imponía requisitos y condiciones con los que se rodeó a la detención de un 

acusado de manera ambigua y dificil de llevar a cabo, por ejemplo, la exigencia de que en el lugar en 

donde se había cometido el ilícito, no existiera autoridad judicial, ya que en nuestro país el hecho de 

que no haya autoridad como se indicaba, resulta poco creíble; Tenemos por otro lado, que la 

imposición del constituyente de que una vez hecha la detención se pusiera al detenido 

inmediatamente a disposición de la autoridad judicial, indicaba que debería ser al instante, en el 

momento mismo en el que ocurriera la detención, lo cual, por obvias razones resultaba dificil de 

llevar a cabo. La intención del artículo era que no existiera demora alguna en transportar a1 detenido 

de un lugar a otro, es decir, de donde se cometió el ilícito a11ugar en que se encuentre la autoridad o 

tribunal. 

Jl Jiméncz Huerta, Manano, Dt'RECHO PEI\~.J.L MEXICAXO, Tomo 111, 5" Edición, México, D.F., Editorial PorrUa, 
SA, 1984, Pág. 135. 
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El párrafo quinto del artículo 16 constitucional, reformado indica que: 

Sólo en casos urgentes, cuando se trale de delito grave así calificado por la ley y 

ante el riesgofllndado de que el indiciado pueda sustraerse a la acción de lajusticia, 

siempre y cuando no se pueda ocurrir ante la autoridad judicial por razón de la hora, 

lugar o circunstancia, el Ministerio Público podrá, bajo Sil responsabilidad, ordenar 

Sil detención,fimdando y expresando los indicios que motiven Sil proceder. 

Con esta nueva redacción, la innovación de que debe tratarse de un delito grave que así sea 

calificado por la ley, luego entonces, deja la carga de determinar este tipo de delitos, a las 

legislaciones procesales, y antes se limitaba a los delitos que fueran perseguibles de oficio. 

También debe el Ministerio Público, de acuerdo a estas reformas, estar imposibilitado de 

concurrir ante autoridad judicial, y señala las características de que en razón de la hora, del lugar o 

circunstancias, que de alguna manera concuerdan con la redacción del artículo antes de la refonna 

en que señalaba que no hubiera autoridad judicial en el lugar en que se perpetrara el delito. 

3.4. DETENCIÓN DURANTE LA A VERIGUAC¡ÓN PREVIA 

En el párrafo 6° del artículo 16 de la Constitución FederaJ, se indica: 

En casos de urgencia o flagrancia, el juez que reciba la consignación de! detenido 

deberá inmediatamente ratificar la detención o decretar la libertad con las reservas 

de ley. 

Con la redacción anterior, se faculta a la autoridad judicial a que de oficio, revise la 

detención, y del estudio que haga determinará si ratifica esta o decreta la libertad con las reservas de 

ley, existiendo los elementos de urgencia y flagrancia. Este estudio debe realizarlo la autoridad 

judicial, a priori, es decir, antes de que se entre al estudio del fondo del asunto planteado, ya que si la 

detención se ha llevado a cabo contraviniendo disposiciones constitucionaJes, debe abstenerse del 

conocimiento de la misma y decretar la libertad del detenido. 
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Si el juez detennina que la detención fue ilícita, no cumpliendo con los requisitos señalados 

por el artículo 16 constitucional, deberá forzosamente decretar la libertad con las reservas de ley, y 

al no resolver el fondo del asunto, el Ministerio Público puede solicitar posteriormente la 

aprehensión del inculpado. Lo anterior se asimila, para efectos de ejemplo, cuando en una sentencia 

de carácter civil, el juzgador determina que "quedan a salvo los derechos del actor",lo que significa 

que puede volver a intentar la acción de que se trate. 

En el párrafo 'JO del artículo 16 constitucional se estipula que: 

NinglÍn indiciado podrá ser retenido por el ministerio público por más de cuarenta y 

ocho horas, plazo en que deberá ordenarse su libertad o ponérsele a disposición de la 

autoridad judicial; este plazo podrá duplicarse en aquellos casos que la ley prevea 

como delincuencia organizada. Todo ahuso a lo anteriormente dispuesto será 

sancionado por la ley penal. 

Con lo anterior, se impone una limitante al Ministerio Público en el momento que señaJa el 

término máximo en que éste puede retener al inculpado, y otorga garantías a los individuos que 

fueran objeto de detención. 

3.5. INVIOLABILIDAD DEL DOMICILIO 

Definiremos primero lo que significa domicilio, a lo cual Jiménez Huerta, lo define como "El 

domicilio o morada en que la persona habite es fortaleza o santuario de su libertad individuaJ y sirve 

de coraza a su personalidad fisica, psíquica, en cuanto en el domicilio o morada el hombre halla 

descanso en su trabajo y reposo en sus fatigas, refugio en sus luchas y paz en sus tonnentos, 

consuelo en sus aflicciones y abrigo en sus desesperanzas, protección para sus secretos y resguardo 

para sus pertenencias. Este aJtísimo rango y suprema dignidad que el domicilio o morada asume en 

la vida de relación de la persona humana, fundamentan el derecho público subjetivo que el individuo 
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tiene frente a la autoridad y que se sintetiza en la garantía constitucional de la inviolabilidad del 

domicilio".43 

El artículo 29 del Código Civil para el Distrito Federal en materia común y para toda la 

República en materia federal en vigor, establece que: 

El domicilio de l/na persona fisica es el IlIgar en donde reside con el propósito de 

establecerse en él: a falta de éste, el de SIlS negocios; ya falla de uno y otro, el lugar 

en qlle se halle. 

En el párrafo primero del articulo 16 constitucional se dispone: 

Nadie puede ser moles/ado en Sil persona. familia. domicilio, papeles o posesiones, 

sino en virtud de mandamiento escri/o de la autoridad competente, que funde y motive 

la causa lega! del procedimiento. 

En principio, el domicilio de una persona, es inviolable, alUlque esto es relativo ya que se 

debe de atender a procedimientos y requisitos que establece la propia ley para violar este. 

Como el propio precepto constitucional lo indica, para que se pueda penetrar en el domicilio 

de una persona, es necesario que sea, como ya se ha explicado en este capítulo, por escrito, a través 

de lUla autoridad competente, y que ésta se encuentre fundada y motivada. 

La ley procedimental contempla la forma para poder introducirse al domicilio de ooa persona 

que se encuentra relacionada con un procedimiento penal, y el artículo 152 del Código de 

Procedimientos Penales para el Distrito Federal en vigor establece: 

El cateo sólo podrá prac/icarse en vir/ud de orden escrita, expedida por la autoridad 

judicial, en la que se exprese el lugar que ha de inspeccionarse, la persona o personas 

que hayan de aprehenderse o los objetos que se buscan. a lo que únicamente deberá 

~J Ibídem, Pág. 339. 
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limitarse la diligencia, levantándose al concluirla un acta circunstanciada, en 

presencia de los testigos impuestos por el ocupante del lugar cateado o. en su 

ausencia o negativa, por la autoridad que practique la diligencia. 

Cuando durante las diligencias de averiguación previa el Ministerio Público estime 

necesaria la práctica de cateo, acudirá al juez respectivo, solicitando la diligencia, 

expresando el oNelo de ella y los datos qlte la justifiquen. Según las circllnslancias 

del caso, el juez resolverá si el cateo lo realiza su personal, el Ministerio Público o 

ambos. 

Cuando sea el Ministerio Público quien practique el cateo, dará cuenta al juez con los 

resultados del mismo. 

Para el caso de que la autoridad judicial violara los requisitos exigidos por el constituyente, 

claramente se estaría incurriendo en el tipo penal del título undécimo, capítulo I del Código Penal 

para el Distrito Federal en vigor, y en específico, la fracción XVIll del numeral 225 que a la letra 

dice' 

Son delitos contra la administración de justicia. cometidos por servidores públicos los 

siguientes: 

XV/I/ Ordenar o practicar caleos o visitas domiciliarias fllera de los casos 

autorizados por la ley. 

Como hemos visto, la única forma de poder violar el domicilio de una persona, es mediante 

una orden de cateo, la cual es definida por el diccionario Jurídico Mexicano, como "Registro y 

allanamiento de un domicilio particular por la autoridad con el propósito de buscar personas u 

objetos que estén relacionados con la investigación de un delito.,,44 

Depende si el cateo fue realizado atendiendo a las exigencias requeridas por la ley, el valor 

que se le dará a la prueba dentro del procedimiento planteado. Al respecto, la Suprema Corte se ha 

.u BurBoa, Orihuc\a. Op. cit, supm (47), Pago 433. 
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pronunciado respecto a la práctica de estos cateas señalando como ilegales las prácticas que se 

hagan contraviniendo la ley, como se observa en la siguiente tesis: 

"CAma SIN ORDEN JUDICIAL. VIOLACiÓN NO RJ:.l'ARABLE EN AMPARO- Si los 

agentes policiacos actúan ilegalmente al catear sin orden judicial los lugares donde encontraron 

los objetos del delito: sin embargo, es proceder en IOdo caso podría ser motivo de responsabilidad 

por parte de dichos agentes policiacos, mas no actos afribuibles al juzgador que puedan ser 

reparados en el amparo, máxime si no se alega en tiempo esa violación ante la autoridad 

competente . .. 

Amparo directo 5493,74. Pablo AnllÍnez Orliz. 3 de abril de 1975. 5 mIOs. Ponente: 

Ezequiel Hurguete Farrera. 
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CONCLUSiÓN 

Como hemos visto, es de suma importancia para que se pueda librar una orden de 

aprehensión, que se cumplimenten una serie de elementos y requisitos indispensables, los cuales 

hacen que un mandamiento de este tipo sea apegado a la ley. 

Elementos tales como la fundamentación y motivación de la orden de aprehensión, son 

básicos para salvaguardar y proteger las garantías individuales que rigen el estado de derecho en 

nuestro país; si no se respetan estos elementos nos encontramos ante un estado de derecho 

autoritario, que lo único que persigue es violentar la libertad de sus gobernados y con esto causar 

terror entre la población. 

En mi opinión, en México y en específico, en el poder judicial debería de ponerse 

mayor interes y énfasis en la protección de las garantias individuales y de los derechos que son 

inherentes a toda persona humana, ya que, como desafortunadamente ha sido la práctica en nuestro 

país, no se han respetado al máximo estos elementos, con lo cual nos encontramos en un "estado de 

derecho" fragmentado y lesionado, lo cual no da ninguna garantía. Deberán de imponerse penas 

más severas a las autoridades que lesionen esos principio de derecho, que omitan o no hagan 

cumplir cabalmente lo ordenado por las disposiciones legales, que no den un correcto cause legal a 

un gobernado dentro de un procedimiento. En relación con la garantía que trata este capítulo, vemos 

que en ocasiones se le ha llamado la máxima garantía que existe para un ser humano, razón por la 

cual, deberá ser foco de atención de las autoridades para respetarla en su totalidad y cometer 

acciones que se contrapongan a ésta. 
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CAPÍTULO 4 

GARANTÍA DE AUTO DE FORMAL PRISION. 

(Artículo 19 Constitucional) 

4.1. PROCESO DE CONOCIMIENTO Y EJECUCIÓN 

El artículo 19 constitucional establece: 

Ninguna detención ante autoridad judicial podrá exceder del plazo de selenla y dos 

horas. a partir de que el indiciado sea pI/es/o a Sil disposición, sin que se justifique 

con /In auto de formal prisión en el que se expresarán: el delito que se impute al 

acusado. el/ligar, tiempo y circunstancias de ejecución, así como los datos que arroje 

la averiguación previa, los que deberán ser bastantes para comprobar el cuerpo del 

delito JI hacer probable la responsabilidad del indiciado. 

El carácter ejecutivo del proceso penaJ, derivado de la prisión preventiva, impone la 

necesidad de que se dicte una resolución judicial, la cual no tendrá carácter de definitiva. Ésta será 

dictada antes de iniciar el litigio propiamente, a fin de que el juez decida si hayo no elementos 

suficientes para que sean acreditados los elementos del tipo penal y sea probable la responsabilidad 

del inculpado y en virtud de esto se somete a éste a la prisión preventiva. 

En este procedimiento de conocimiento, el juez deberá recibir todas las pruebas que 

presentan las partes, escuchar lo que aleguen y al término de esto deberá dictar su resolución, la cual 

debe ser temporalmente anterior al proceso ejecutivo, ya que es necesario primero declarar el 

derecho y después ejecutarlo. Con la finalidad de que sirva de ejemplo, pensemos que la sentencia 

que se dicta en el proceso de conocimiento, equivale al título ejecutivo que da vida a W1 

procedimiento de carácter ejecutivo, ya sea civil o mercantil. 
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En conclusión podemos señalar que éste es un pequeño proceso con duración, como la 

propia ley lo dice, de 72 horas, que como veremos más adelante podrá duplicarse, para que el 

juzgador dicte una resolución de carácter provisional en la cual determinará si hay elementos o no 

para privar de la libertad al indiciado. 

4.2. AUTO DE FORMAL PRISIÓN 

Comencemos por indicar que es la resolución emitida por el órgano jurisdiccional, a lo largo 

de un proceso penal, mediante la que se fija la calificación legal de un hecho consignado por la 

acusación, la cual es atribuida a un sujeto, tiene caracter de provisional y de igual manera en grado 

de probable responsabilidad. Paralelamente, se ordena la prisión del inculpado como una medida 

cautelar, a efecto de que el indiciado no se sustraiga de la acción de ¡ajusticia. 

En el auto de formal pnsión, además de estar debidamente fundado y motivado por la 

autoridad que lo dicta, de las pruebas desahogadas debe existir esa presunción de culpable, a 

manera de que el delito esté demostrado y comprobado, y la responsabilidad del inculpado en el 

menor de los casos, debe ser como probable responsable. Existen pronunciamientos en este sentido 

en numerosas tesis y jurisprudencias, por ejemplo: 

A UTO DE FORMAL PIUSIÓN. Los tribunales federales tienen facultades para apreciar 

directamenre, según su criterio, el valor de las pf1febas recibidas y que tiendan a demostrar el 

cuerpo del delito o la presunta responsabilidad del inculpado: y si los jueces federales no tuvieran 

el arbitrio de hacer la estimación de las pruebas. estarían incapacitados para resolver sobre la 

constitucionalidad del alllo, y en tal sentido es firme lajllrisprodencia de la Suprema Corte. 

Tomo XXXII Friedemberl, Walter Pág. 1472 

Tomo XXXIII FlIentel'illa, Enrique Luis 

Tomo XXXIV Gerardo, JeslÍs E. 

Tomo XXXIV Mátiar y Fádul, José 

Tomo XXXVI NGl'arro Bemm'do 

Pág /782 

Pág 769 

Pág /080 

Pág. /86 
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------------------ - - -

Jllrispmdencia 33 Quinta época, página 91, Sección Primera, Volumen la sala. Apéndice 

de Jurispmdencia de /917 a 1965. En la compilación de fallos de 19 J 7 a 1954 (apéndice a/lomo 

CXVIll), se publicó con el mismo título. No. 155, Pág. 334. 

Tesis de jurispntdencia definida nlÍmero 36, Apéndice 1917 - 1975, Segunda Parle, 

Primera Sala, Pág. 88. 

En todo auto de formal prisión debe constar que se ha dictado dentro del plazo constitucional 

de 72 horas, contados a partir de que el indiciado es puesto a disposición de la autoridad judicial; 

que a éste se le haya tomado la declaración preparatoria o al menos conste en los autos del juicio que 

se negó a rendirla, que de las actuaciones se deduzca que existen datos suficientes que acrediten los 

elementos del tipo penal, que el delito sea sancionado con pena privativa de libertad, que no esté 

acreditada causa de licitud alguna, que haya datos suficientes que hagan probable la libertad del 

indiciado y los nombres y firmas del juez que dicte la resolución y del secretario que las autorice. 

Como se mencionó anteriormente, el plazo constitucional de 72 horas puede ser duplicado 

sólo cuando el inculpado o su defensor, en el momento procesal de rendir la declaración 

preparatoria, lo soliciten y sea con la finalidad de aportar más pruebas y desahogarlas para que el 

juez decida con los nuevos elementos aportados. En esta duplicidad de término constitucional, el 

ministerio público sólo podrá interponer las promociones referentes al interés social que represente. 

La ampliación antes mencionada deberá notificarse al director del reclusorio preventivo en donde se 

halle el inculpado, ya que de lo contrario, si no recibe la constancia de prórroga dentro de las tres 

horas siguientes, pondrá al indiciado en libertad, debiendo llamar la atención del juez sobre éste 

hecho. 

Este término constitucional de 72 horas, podemos equipararlo dentro de las 48 horas que 

tiene el ministerio público para hacerle saber al inculpado el nombre de su acusador, la naturaleza y 

causa de la acusación, a fin de que conozca bien el hecho punible que se le imputa, y pueda 

defenderse, rindiendo en ese acto su declaración preparatoria, ya que determinará el juez si dicta el 

auto de formal prisión o libertad por falta de elementos, es decir, es lU1 proceso menor con que 

cuentan tanto autoridades como inculpado para hacer las consideración pertinentes y aportar las 

pruebas que sean necesarias. 
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En lo que se refiere a la declaración preparatoria indicaremos que es aquella que se realiza 

por el acusado ante la presencia del juez de la causa, durante el periodo de instrucción del proceso 

penal, para que éste de su versión de los hechos y conozca cuáles son los cargos que se le imputan y 

quién lo está haciendo para cumplir así con la garantía de audiencia. 

La fracción 1I1 del artículo 20 constitucional establece: 

En lodo proceso de orden penal, tendrá el inculpado las siguientes garantías: 

Fracción JI/. Se le hará saber en audiencia pública, y dentro de las 48 horas 

siguientes a Sil consignación a la justicia, el nombre de su acusador y la nafllraleza y 

causa de la acusación. a fin de que conozca el hecho punible que se le atribuye y 

pueda contestar el cargo. rindiendo en este aclo Sil declaración preparatoria: . 

Esta declaración puede ser rendida en forma oral o escrita, en presencia de su defensor. En 

la ley procedimental de la materia, se establece que el juzgador que practique la diligencia, podrá 

redactar la declaración del inculpado y siempre deberá hacerlo con la mayor exactitud posible. La 

declaración se practica en un local con libre acceso, con algunas restricciones, como por ejemplo: los 

presentes deberán tener como edad mínima 14 años, si se tratare de un delito contra la moraJ la 

audiencia será a puerta cerrada interviniendo solamente las personas que tengan interés jurídico, 

etcétera. Las audiencias se efectúan concurran o no las partes, con excepción del ministerio público 

quien no podrá dejar de asistir. 

En la declaración preparatoria podrá comparecer el inculpado asistido de su defensor y en su 

caso, por persona de su confianza sin que lo último implique formalidad alguna 

Otros requisitos señaJados son que los que asistan a la audiencia deberán tener la cabeza 

descubierta, se dirigirán con respeto y silencio, quedando prohibido hacer señales tajes como 

aprobación o desaprobación de lo que se está declarando o manifestar opiniones sobre la 

culpabilidad o inocencia del acusado, sobre las pruebas o sobre la conducta de los que intervienen en 

el procedimiento. 
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La audiencia comienza con las generales del indiciado, incluyendo apodo si tuviere, el grupo 

indígena al que pertenezca y si habla y entiende suficientemente el castellano. Se le hará saber del 

derecho que tiene a una defensa hecha por abogado o por personas de su confianza, advirtiéndole 

que si no lo hiciere el juez le nombrará un defensor de oficio. Si el indiciado no solicitó su libertad 

bajo caución en averiguación previa, nuevamente se le pone en conocimiento de este derecho en los 

términos de la fracción 1 del artículo 20 de la Constitución Federal, que a la letra dice: 

En todo proceso de orden penal. tendrá el inculpado las siguientes garantías: 

Fracción /. Inmediatamente que lo solicite. el juez deberá otorgarle la libertad 

provisional boja callción, ~'iempre y cuando no se trate de delitos en qlle, por su 

gravedad, la ley expresamente prohiba conceder este beneficio. En caso de delitos no 

graves, a solicillld del ministerio público. el juez podrá negar la libertad provisional, 

cuando el inculpado haya sido condenado con anterioridad, por algún delito 

calificado como grave por la ley o. cl/ando el ministerio público aporte elementos al 

juez para establecer q1le la libertad del inculpado representa, por su conducta 

precedente o por las circunstancias y características del delito cometido, un riesgo 

para el ofendido o paro la sociedad. 

Se le hará saber al inculpado, en que consiste la denuncia, acusación o querella en su contra, 

los nombres de sus acusantes, denunciantes o querellantes y de los testigos que hayan declarado en 

su contra, la autoridad judicial preguntará si es su voluntad declarar y en caso de que así sea, se hará 

con relación a los hechos consignados. 

Si el inculpado decidiere no declarar el juez lo respetará y asentará razón de ello en el 

expediente. Se le hará saber las garantías contempladas en el artículo 20 constitucional. 

Al observar todos los requisitos y derechos que se le tienen que hacer saber al inculpado, nos 

damos cuenta que la declaración preparatoria es una parte fundamental en todo proceso penal, ya 

que si se violaran cuaJquiera de las disposiciones señaJadas, daría lugar a que el inculpado solicitará 
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la protección y el amparo de la justicia federal. Esto se haría a través del juicio de amparo, indicando 

cuáles fueron las garantías violadas en el proceso. 

4.3. AUTO DE FORMAL PRISIÓN DICTADO FUERA DE TÉRMINO 

Si un juez faltare a su obligación de dictar auto de formal prisión o libertad de un detenido 

como presunto responsable, dentro del término constitucional de 72 horas, cometería el delito 

contemplado en la fracción XVii del artículo 225 del Código Penal para el Distrito Federal, al cual 

ya hicimos referencia anteriormente. Por lo que refiere a los custodios, si ha transcurrido el término 

de las 75 horas, y no ponen en libertad al detenido, serían responsables del delito contemplado en el 

título décimo, capítulo III y en específico de la fracción VD del artículo 215 que a la letra dice: 

Cometen el delito de abuso de autoridad los servidores públicos que incurran en una 

de las inflncciones siguientes: 

Fracción HI Cuando teniendo conocimienfO de IIna privación ilegal de la libertad no 

·Ia denunciase inmcdialamcnte a la autoridad competente o no la haga cesar. también 

inmediatamente, si esto esllll'iere en SIlS atribuciones; ... 

Si a un detenido se le libera porque el juez excedió el término constitucional de 72 horas, no 

significa que éste haya sido absuelto. Aún estando libre el detenido por esta circunstancia el juez 

podrá y deberá dictar todavía en su causa auto de prisión o libertad según proceda. 

4.4. RESULTADO DEL AUTO DE FORMAL PRISIÓN 

Por principio de cuentas, el auto de formal prisión justifica la prisión preventiva, al mismo 

tiempo fija la lilis, es decir, determina específicamente los hechos que se imputan al inculpado y el 

delito que estos configuran. 

Consecuentemente, suspende las prerrogativas del ciudadano, lo cual enCuentra su 

fundamento legal en la fracción 11 del artículo 38 de la Constitución Federal, que a la letra dice: 
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Los derechos o prerrogativas de los ciudadanos se suspenden: 

Fracción 1/. Por estar sl~jeto a un proceso criminal por delito que merezca pena 

corporal. a contar desde lafecha del allto deformal prisión; .. 

Consecuencia de lo anterior, encontraremos que el inculpado estará imposibilitado para votar 

en elecciones populares, no podrá ser votado para cargos de elección popular y nombrado para 

cualquier otro empleo o comisión. No podrá asociarse en asuntos políticos del país ni tomar las 

armas en el ejercito o guardia nacional Tampoco podrá ejercer el derecho de petición. Y por último, 

establece el inicio del plazo que se contempla en la constitución para efectos de dictarle sentencia, a 

lo cual la fracción VID del artículo 20 de la constitución federal establece: 

En lodo proceso de orden penal. tendrá el inclllpado las sigllientes garantías: 

Fracción VI/!. Será juzgado antes de cuatro meses si se tratare de delitos cuya pena 

máxima no exceda de dos años de prisión. y antes de un año si la pena excediera de 

.ese tiempo. salvo que solicite mayor plazo para Sil defensa. 

4.5. GARANTÍA DE LITIS CERRADA 

4.5.1. OTRO DELITO DEL QUE SE PERSIGUE 

El artículo 19 de la constitución federal establece: 

Todo proceso se seguirá forzosamente por el delito o delitos señalados en el auto de 

formal prisión o de sujeción a proceso. Si en la secuela de un proceso apareciere que 

se ha cometido un delito distinto del que si persigue, deberá ser objeto de 

averiguación separada. sin perjuicio de que después pueda decretarse la 

acumulación. sifuere conducente. 
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En el párrafo citado, encontramos el término acumulación el cual forzosamente nos remite al 

artículo 18 del Código Penal para el Distrito Federal, que a la letra dice: 

Existe concurso ideal. cl/ando en una sola conducta se comenten varios delitos. Existe 

delito real. cuando con pluralidad de conductas se cometen varios delitos. 

Encontrarnos el ordenamiento procesal del artículo anterior en el numeral 484 del Código de 

Procedimientos Penales para el Distrito Federal en vigor, en el que están contemplados los requisitos 

para que proceda la acumulación de procesos y contempla el caso en que se sigan delitos contra una 

misma persona aun cuando se trate de delitos diversos o inconexos. 

En el ordenamiento constitucional indicado el constituyente se refiere a que para el caso de 

que durante el procedimiento penal de un inculpado, aparecieren hechos constitutivos de delito o 

delitos diferentes o distintos del cual se indaga, la litis que previamente a quedado fijada y cerrada, 

no podrá modificarse o replantearse, sino como ya indicamos se inician nuevas averiguaciones por 

separado. 

Esta garantía tiene por objeto fijar la materia de la litis a fin de hacer posible una correcta 

defensa del procesado, con lo cual se marcan los límites en los cuales actuará la autoridad judiciaJ y 

de igual manera el defensor; imaginemos por un momento que esta garantía no existiera, el defensor 

no podría establecer los medios idóneos para la defensa de su representado, ya que la autoridad 

judiciaJ podría en cualquier momento cambiar el delito perseguido y por lo tanto modificar de fondo 

la litis que en su momento quedo planteada. 

4.5.2. DELITO PERSEGUIDO EN AUTO DE FORMAL PRISIÓN 

Encontramos que en todo proceso penal, se sigue el delito señalado en el auto de formaJ 

prisión o sujeción a proceso del inculpado, al respecto la Constitución Federal, en su párrafo tercero 

del artículo 19 establece: 

74 



Todo proceso se seguirá forzosamente por el delito o delitos señalados en el auto de 

formal prisión o de sujeción a proceso, Si en la secuela de un proceso apareciere que 

se ha cometido un delilO distinto del que se persigue. deberá ser objeto de 

averiguación separada, sin petjllicio de que después pueda decretarse la 

acumulación, si fuere conducente. 

Lo anterior quiere decir que no se puede seguir el mismo proceso penal para el caso de que 

surgieran nuevos delitos a partir de las indagaciones que haga la autoridad judiciaJ, por el contrario, 

el precepto constitucionaJ establece que deben recaer nuevas averiguaciones previas para cada un de 

los posibles nuevos delitos que surgieran, lo cual da garantía aJ procesado ya que su defensor está 

seguro de la estrategia a seguir y las seguridades del caso que da una litis cerrada. 
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CONCLUSION 

Este capítulo nos señaJa una serie de elementos que rigen la actividad del 

procedimiento penal ante las autoridades judiciales, pero que de a1guna manera, en mi opinión 

debería hacerse una mayor reflexión por parte de los legisladores, por ejemplo, el hecho que 

se encuentra establecido en la constitución de que el indiciado pueda nombrar a una "persona 

de su confianza" para que sea defendido durante un procedimiento penal, es definitivamente 

absurdo, ya que no es posible que se deje a una persona que no tiene ningún conocimiento de 

la materia de derecho penal, la defensa de una persona cuya consecuencia puede ser la pena 

corporaJ por un tiempo determinado. Debería de suprimirse definitivamente esta facultad del 

indiciado y que se exija por parte de la ley que sea defendido éste por un perito en la materia 

de derecho penaL 

Así las cosas, encontramos también elementos atinados como el hecho de que una vez 

que se ha fijado la litis, no se puede culpar al indiciado por algún otro delito, resultado de la 

actividad que motivó a la comisión del delito, lo anterior es de suma importancia ya que se 

puede plantear una buena defensa penal para poder combatir las acusaciones que en su caso 

se hagan. Esa imposición que hace la ley de no crear "nuevos delitos" diferentes al que se 

encuentra establecido ya en la averiguación previa. es de suma importancia y garantiza un 

cumplimiento real de la ley y de las garantías que deben prevalecer en todo procedimiento 

penal. 

Por último, el hecho de que se imponga por parte de la ley un "término constitucional" 

para que sea dictado un auto, ya sea de formal prisión o de libertad, fortalece el estado de 

derecho que debe prevalecer en nuestro país, y que debe ser respetado por todas las 

autoridades, da certeza jurídica y es acertado en su concepción. 
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CAPÍTULO 5 

GARANTÍA DE LIBERTAD BAJO CAUCIÓN 

(ARTÍCULO 20 CONSITITUCIONAL) 

5.1. LIBERTAD CAUCIONAL 

5.1.1. CAUCIÓN 

El diccionario Jurídico Mexicano nos remite a la definición de fianza a lo cual indica que 

proviene "Del bajo latín,fidare, defidere, fe, seguridad. Obligación que tiene una persona de pagar 

al acreedor si el deudor no cumple", 45 

De acuerdo al artículo 20 constitucional en su fracción 1, se desprende que el juez debe 

otorgar la libertad provisional bajo caución, exigiendo la ley que no se trate de delito grave y que la 

propia ley no prohiba este beneficio. 

Para el caso de delitos no graves, es posible que el juez niegue la libertad provisional, ya que 

el ministerio público tiene la facultad de solicitar esto, siempre que el inculpado hubiere sido 

condenarlo con anterioridad al hecho por algún delito que la ley califique como grave o cuando le 

aporte al juez elementos para poder determinar que la libertad del inculpado es un riesgo para el 

ofendido o para la propia sociedad. 

La propia constitución establece el monto y la forma de caución que se fije, señalando 

elementos de suma importancia desde el punto de vista práctico, ya que faculta al juez para que 

pueda ser disminuido el monto de la caución inicial, si esta no fuera accesible al inculpado, es decir, 

que no se puede imponer una caución extremadamente alta a un obrero que a todas luces no podría 

pagarla. 
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Las cauciones que impone el legislador en el artículo 556 del Código de Procedimientos 

Penales para el Distrito Federal serán las siguientes: 

l. Que garantice el monto estimado de la reparación del daño: 

2. Garantizar el monlo estimado de las sanciones pecuniarias que en Sil caso puedan 

imponérsele: y 

3. Otorgar caución para el cumplimiento de las obligaciones que en términos de ley 

se deriven a su cargo en razón del proceso. 

4. Que no se trale de delitos que por Sil gral'edad están previstos en el párrafo 

úllimo del articulo 268 de este Código. 

5.1.2. REVOCACIÓN DE LA LIBERTAD 

El párrafo tercero de la fracción 1 del articulo 20 de la constitución federal establece: 

La ley delerminará los casos graves en los ella/es el juez podrá revocar la libertad 

provisional. 

El juez tendrá la facultad de revocar la libertad caucional cuando a su criterio el inculpado 

incumpla gravemente obligaciones tales como presentarse ante el ministerio público o juez cuantas 

veces sea citado o requerido para ello, comunicar a los mismos los cambios de domicilio que tuviere, 

y presentarse ante el ministerio público, juzgado o tribunal que conozca de su causa, el día que 

señale de cada semana. 

Aunado a lo anterior, la libertad caucional será revocada si: 

a) el inculpado desobedeciere sin justa causa las órdenes del tribunal que conozca del asunto o 

no efectuare las exhibiciones dentro de los plazos fijados por el tribunal para el caso de que 

se le hubiere autorizado el depósito de la caución en parcialidades, 

!~Abascal Z,amom, .lose Maria, DICC/OA:'UUO J[iRÍDlCO .\lE..rICANO, 9Q edición, Aféxico D.F., Editorial Porrúa. 
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b) si hubiere sido sentenciado por un nuevo delito intencional que mereciere pena privativa de 

libertad antes de que causare sentencia ejecutoria, 

c) cuando amenazare al ofendido o a algún testigo o tratare de cohechar o sobornar al juez, 

ministerio público, secretario del juzgado o tribunal, 

d) cuando lo solicite el mismo inculpado ante su juez, 

e) si durante la instrucción aparece que éste cometió otro delito grave y 

f) Cuando en un proceso cause ejecutoria la sentencia dictada en primera o segunda instancia. 

5.1.3. LIBERTAD BAJO PROTESTA 

Es aquella medida cautelar que tiene como fin, la libertad provisional del inculpado en un 

procedimiento penal, cuando se le acusó de un delito que sea de baja penalidad, éste tenga buenos 

antecedentes y que no haya sido juzgado anteriormente en un juicio penal, y con la condición de 

estar a disposición inmediata y cuando el juez lo requiera y solicite. 

El fundamento legal de este tipo de libertad, lo encontramos dentro de los artículos 552 al 

555 del Código de Procedimientos Penales para el Distrito Federal en vigor. 

Establece uno de los aspectos de la medida precautoria que es denominada libertad 

provisional y que se divide en dos sectores: libertad caucional y bajo protesta, en virtud de que 

ambas providencias tienen como finalidad común la libertad provisional del inculpado sometido a 

detención preventiva con motivo de un procedimiento penal, teniendo en el primer supuesto una 

garantía de tipo económico y en el segundo, a través de una promesa formal de estar a disposición 

del juez o tribunal en que se tramita el procedimiento. 

Para que este tipo de libertad se otorgue se requieren cumplir con determinados requisitos 

entre los cuales encontramos por ejemplo, que el acusado tenga domicilio fijo y conocido en el lugar 

en que se tramite el proceso, que en este domicilio lleve más de una año viviendo, que a juicio del 

México D.F., 1996 Pág. 1435. 
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juzgador, no exista temor fundado de que se sustraiga de la justicia, que proteste Siempre 

presentarse ante el tribunaJ o juez que conozca de su causa siempre que se le ordene, no haber sido 

condenado por delito intencionaJ y que el delito por el que se le acusa no exceda en su pena máxima 

de tres años de prisión. 

El legislador impone un beneficio adicional a este tipo de garantía, aJ establecer que si se 

está frente a un inculpado el cuaJ sea de escasos recursos económicos, podrá ser beneficiado con 

libertad bajo protesta, cuando el delito por el cuaJ está siendo procesado, no exceda de cinco años de 

prisión. 

Además de las circunstancias indicadas en cuanto a elementos y requisitos que debe cubrir 

un procesado que solicite la libertad bajo protesta y para que sea otorgada ésta, encontramos 

también que éste tiene que desempeñar un trabajo honesto; para que sea revocada la libertad bajo 

protesta, se requiere que se viole alguna de las disposiciones de los requisitos anteriores y cuando 

recaiga sentencia condenatoria contra el beneficiario de esta libertad, ya sea en primera o segunda 

instancia 

5.1.4. LIBERTAD PREVIA O ADMINISTRATIVA 

Este derecho a la libertad se otorga aJ indiciado, durante la averiguación previa y no así 

durante el proceso, en que se faculta aJ Ministerio Público y por consecuencia no aJ juez, para 

concederla; esa libertad evita la detención administrativa ante el Ministerio Público y no la prisión 

preventiva de la que nos hemos referido antes. 

Al respecto, Jiménez Huerta46 considera que esta libertad vulnera preceptos constitucionaJes 

ya que traslada facultades al Ministerio Público, que por definición le corresponden aJ juez y explica 

que si dicha libertad no es anticonstitucional contemplada desde el ámbito de las g~antías del 

acusado que se encuentran contempladas en el articulo 20 ConstitucionaJ, pudiera ser que lo fuera 

desde el punto de vista organico constitucional, y que desarticulara los principios que rigen el 

46 Jiméncz Huerta, Mariano. Op. cit, supra (50) 
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artículo 21 constitucional, dado que es irrefutable que pone en manos del Ministerio Público 

funciones que implican un juicio sobre los hechos, que constitucionalmente, sólo compete a la 

autoridad judicial en unjuicio de orden penal. 

Este tipo de libertad aplicará como ya indicamos, ante el Ministerio Público, para que sea 

puesto en libertad el inculpado en las averiguaciones que se practiquen por delitos imprudenciales 

ocasionados con motivo del tránsito de vehículos. Encontramos su fundamento legal en la fracción 

IV del articulo 271 del Código de Procedimientos Penales para el Distrito FederaJ en vigor, y 

requiere que el presunto responsable no haya abandonado aJ lesionado, ni participado en los hechos 

en estado de ebriedad o bajo el influjo de estupefacientes o sustancias psicotrópicas. 

5.1.5. LIBERTAD GARANTIZADA POR DEPÓSITO EN EFECTIVO 

CONSTITUí DO EN PARCIALIDADES 

Esta opera para el caso de que se haya hecho consistir mediante depósito en efectivo y el 

inculpado no tenga recursos económicos suficientes para ofrecerla en una sola exhibición, facultando 

al juez para autorizar que el monto que se haya fijado se haga mediante parcialidades y de esta 

manera el procesado pueda cumplir con la caución fijada. 

Este tipo de caución se encuentra regulada por el articulo 562 del Código de Procedimientos Penales 

para el Distrito Federal en donde se indican requisitos que deben ser cubiertos para que el juez 

proceda a otorgarla, entre otros podemos encontrar que el inculpado tenga como requisito mínimo 

un año de residir en el Distrito Federal o zona conurbada y demuestre estar desempeñando empleo, 

profesión u ocupación lícitos que le provean medios de subsistencia, que tenga fiador personal y que 

a juicio del juez, este sea solvente e idóneo y que proteste hacerse cargo de las exhibiciones que no 

reaJizare el inculpado, el monto de la primera exhibición fijada, deberá efectuarse antes de que se 

obtenga la libertad provisional y que el inculpado deberá obligarse a efectuar las exhibiciones por los 

montos y en los plazos que sean fijados por el juez. 
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5.1.6. LIBERTAD POR DESVANECIMIENTO DE DATOS 

Opera ésta para el caso de que en cualquier estado del procedimiento en que se señaJe y compruebe 

que se han desvanecido los fundamentos que hayan servido para decretar la formal prisión o 

sujeción a proceso, se podrá decretar la libertad del procesado, por el propio juez, a petición de parte 

y con audiencia del Ministerio Público. 

En el Código de Procedimientos Penales para el Distrito Federal, se establecen los casos de 

procedencia de libertad por desvanecimiento de datos y encuentra su regulación en el articulo 547 

que dice: 

1. Cuando en el curso del proceso se hayan desvanecido, por pn¡eba plena. las 

que sinieron para comprobar los elementos del tipo penal; y 

l/. Cuando, sin que aparezcan datos posteriores de responsabilidad, se hayan 

desvanecido, por pmeba plena. los señalados en el auto de formal prisión o 

sujeción a proceso. para tener al procesado como probable responsable. 

Una vez que se ha solicitado la libertad por desvanecimiento de datos por el interesado, el 

juez ordenará una audiencia en la cual oirá a las partes y sin más trámite el juez dictará la resolución 

que proceda dentro de setenta y dos horas. 
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CONCLUSION 

Este capítulo habla de una garantía. como lo hemos mencionado anterionnente, que quizá 

sea la más apreciada en un estado de derecho, nos marca posibilidades establecidas en la propia ley, 

de poder acceder a la "libertad" a pesar de haber cometido algún ilícito contemplado en la ley penaL 

En efecto, se concede al probable la facultad de solicitar su libertad provisionaJ ante las 

autoridades judiciales, y éstas están obligadas a concederla inmediatamente después de ser 

solicitada. siempre y cuando se cumplan los elementos que hemos visto. El legislador da esta 

facultad en virtud de que el bien jurídico tutelado que ha sido vulnerado o lesionado por el probable, 

no es grave su comisión, como pudieran ser Jos delitos contemplados en el artículo 268 del Código 

Penal para el D.F., Y es en razón de esto que a pesar de haber cometido un ilícito se puede obtener la 

libertad; Estudiamos diferentes tipos de libertad provisional, como lo es la de bajo protesta, en 

parcialidades, caución, etc., pero a fin de cuentas considero que es de suma importancia que se 

encuentren contempladas y reguladas, que las autoridades judiciales las hagan cumplir exactamente 

como se encuentran contempladas en la ley, para que como hemos venido diciendo se haga el estado 

de derecho más seguro y confiable para los gobernados. 
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CAPÍTULO 6 

GARANTÍA DE NO AUTOINCRIMINARSE y DE DEFENSA 

Este capítulo tratará dos garantías esenciales del inculpado, en virtud de considerar que la 

garantía mediante la cual una persona sujeta a proceso no puede autoincriminarse, es decir, 

autoculparse, va relacionada con el derecho a la defensa que tendrá dentro del procedimiento penal 

de que se trate, si entendemos, que a fin de cuentas, ambas están encaminadas a la defensa y 

protección del sujeto. 

6.1. GARANTÍA DE NO AUTOINCRIMINARSE: LA CONFESIÓN 

A lo largo de los años, se ha considerado que en el Derecho Procesal Penal, aceptó como verdad 

absoluta el hecho de que la confesión, era la reina de las pruebas, y se hacía práctico el uso de que 

si el acusador producía o conseguía la confesión del reo, se veía relevado por completo de la carga 

probatoria. lo cual daba pié a una serie de atropello de garantías individuales y derechos humanos 

que tenían los acusados, ya que eran sometidos a tortura para poder obtener "la confesión" de que 

efectivamente ellos eran los culpables del delito que se imputaba. 

Calamandrei, en el libro De los Delitos y de las Penas señala "Después de extendido, los verdugos 

queman a fuego lento la piel de las demás partes del cuerpo del sometido a inquisición; o torturan las 

extremidades de sus dedos, clavándoles pequeñas cuñas con pez entre las uñas y la carne, y 

haciendo luego que ardan las cuñas clavadas; O hecho un toro o un asno de metal y recalentado poco 

a poco al fuego, ponen a él al delincuente e intensifican más y más el calor hasta que los dolores 

llegan al límite de lo inconcebible.,,47 

"La tortura, según la definición que de ella daban los doctores, en sentido jurídico, no era una pena, 

es decir, una sanción aflictiva aplicada a quién ya se hubiese reconocido como reo de un delito, sino 

~7 Calamandrci, Piero, PREFACIO A L4 OBRA DE LOS DEUTOS Y DE LAS PENAS, 2- edición, Buenos Aires, 
Argentinll, Ediciones Juridicas Europa - America, 1974, Pág. 58. 
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una qllaestio procesal, un modo de esclarecer la verdad, a fin de decidir ante todo si el imputado era 

culpable o inocente: quaestio es( veritatis indagatio per tormenlllm (La cuestión es la investigación 

de la verdad por medio del tormento). De manera que, si por medio de la tortura llegaba el juez a 

convencerse de que la acusación era infundada (que también esto podía ocurrir, aunque raras veces), 

el inocente, devuelto en parihuelas a su casa, con los brazos y las piernas maltrechos, podía 

consolarse pensando que aquello no había sido jurídicamente una pena, sino una simple quaesljo 

llevada a feliz término".48 

Podemos mencionar, que la confesión es la admisión que se hace en un juicio de la verdad de un 

hecho o un acto, que produce consecuencias desfavorables para el confesante. El constituyente creó 

la figura de la declaración preparatoria, y la envistió de una serie de garantías, lo anterior con la 

intención de garantizar la libre declaración del inculpado. Como hemos visto, dentro de las cuarenta 

y ocho horas siguientes a su consignación, se hace saber al inculpado el nombre de su acusador o 

acusadores y la naturaleza y causa de la acusación, con el fin de que él conozca bien el hecho que se 

le atribuye y pueda contestar el cargo, rindiendo para ese caso su declaración preparatoria; lo cual 

sucede en presencia del juez, en audiencia pública y del defensor del acusado. 

En la fracción n del artículo 20 de la Constitución Federal se establece: 

En todo proceso de orden penal, tendrá el inculpado las siguientes garantías: 

11. No podrá ser obligado a declarar. Queda prohibida y será sancionada por la ley 

penal, toda incomunicación, intimidación torlura. La confesión rendida ante 

cualquier autoridad distinta del Ministerio PÚblico o del iuez. o ante éstos sin la 

asistencia de S1l defensor carecerá de todo valor probatorio. 

Como se puede observar, establece que si se realiza la confesión sin estar presente el 

defensor del inculpado carece de todo valor probatorio, y es ésta la parte más importante de la 

reforma a esta fracción, que fue publicada en el Diario Oficial del 13 de septiembre de 1993. Priva 

de valor probatorio a toda confesión, salvo aquella que es rendida ante ministerio público o juez y 

48 Ibídem, Págs. 56 y 57. 
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ésta a su vez sólo será válida si estuvo presente el defensor. Se actualiza así la garantía de defensa 

para hacer efectiva la garantía de no autoincriminarse; el defensor, como testigo de calidad verificará 

que la declaración del inculpado no sea hecha bajo coacción, que se emita con libertad o inclusive se 

ejerza su derecho de guardar silencio. 

En el artículo 136 del Código de Procedimientos Penales para el Distrito Federal en vigor, se 

establece: 

La confesión es la declaración voluntaria hecha por persona no menor de 18 años, en 

pleno /ISO de sus facultades menlales, rendida ante el ministerio público, el juez o 

tribunal de la causa. sobre hechos propios constitutivos del tipo delictivo materia de 

la impugnación, emitida con las formalidades señaladas por el arlíwlo 20 fracción II 

de la Com;li!ución Política de los Estados Unidos Mexicanos. 

Es importante resaltar que la confesión será admitida en un proceso penal en cualquier 

momento en que se encuentre éste siempre y cuando sea anterior a la pronunciación de la sentencia 

definitiva. 

Además de los requisitos necesarios antes expuestos para que sea efectiva una confesión, es 

necesario que se haga sobre hechos propios, como lo indican las siguientes jurisprudencias: 

"CONFESIÓN DEL ACUSADO.- Para que produzca los efectos de proeba plena, es 

necesario que se haga acerca de un hecho propio reconociéndolo y aceptándolo, y que esté 

comprobada la existencia del delito. " 

Tomo 1, Pág. 784, Loaeza, Arsen;o. 

Tomo lII. Pág. 106. Lemus, Francisco. 

Tomo IV, Pág. 961. Argeñal, Manuel. 

Tomo VI, Pág. 203. Suárez, Francisco. 

Pág. 1,043. Vivanco de H., Carlos. 

Jurisprudencia 253, Compilación de fallos de 1917 a 1954 (Apéndice al tomo CXViII), 

Pág. ~91. 
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-----------------

"CONFESIÓN DEL REO. - Si la confeshin calificada del reo no está contradicha por 

pnteba alguna o por presunciones que la hagan inverosímil, debe ser aceptada en su integridad" 

Tomo VI, Pág. 259, Huerta. Enrique. 

Tomo xv. Pág. 954. Arteaga. Patricio. 

Tomo XVI, Pág. 286. Torres Emilio. 

Pág. 444. Rivas Garda, JeslÍs. 

TomoXXVl. Pág. 2,501. Mendoza. Juan. 

Juris¡mtdencia No. 254, Apéndice al Tomo CXV/Il. Pág. 493. 

6.2. GARANTÍA DE DEFENSA 

6.2.1. EL DERECHO DE DEFENSA 

Éste junto a la noción de acción y jurisdicción son pilares en los que descansa el proceso 

penal como estructura destinada a armonizar la pretensión punitiva del estado. la libertad individual 

y las exigencias de la correcta administración de justicia dentro de nuestro estado de derecho. 

Este derecho se encuentra regulado por el artículo 20 constitucionaJ, que en fonna resumida 

establece el derecho a ser infonnado, el derecho a rendir declaración, el derecho a ofrecer pruebas, 

el derecho a ser careado y el derecho a tener defensor. 

Jesús Zamora Pierce49 en su libro Garantías y Proceso PenaJ señaJa que: "Nicolao Eyrneric, 

inquisidor generaJ de Aragón, escribió, a mediados del siglo XIV una obra llamada Manual de 

Inquisidores, que resumía los procedimientos seguidos por la inquisición y que sirvió como regla de 

práctica y código criminaJ en todas las inquisiciones del orden cristiano_ Esa obra nos informa que el 

procedimiento era secreto para el reo y que, cuando finalmente. encontrándose lista la causa para 

sentencia, se le corría traslado para la acusación. ésta se le comunicaba tan solo parcialmente, 

suprimiendo y reformando la información. con el expreso propósito de impedirle un conocimiento 

~~ 1----3mora - Pierce, Jesus. Op. cit, supra (39), Pág. 256 
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cabaJ de la misma. Dice Eyrneric "cuando se da traslado de la acusación a1 reo es cuando más 

pamcularmenle es de recelar que adivine quienes son los testigos que contra él han declarado. Los 

medios de precaverlo son los siguientes: 1 ° Intervenir el orden en que están sus nombres en el 

proceso, atribuyendo a1 uno la declaración del otro; 2°. Comunicar la acusación sin los nombres de 

los testigos, y aparte los nombres de estos, interpolando con ellos los de otros que no hayan 

declarado contra el acusado ... Podrá comunicarse la acusación al reo, suprimiendo totalmente los 

nombres de los delatores y testigos, y entonces tiene aquél que sacar por conjeturas quiénes son los 

que contra él han formado ésta o aquélla acusación y recusarlos, o debilitar su testimonio, y éste es 

el método que ordinariamente se practica. Son indispensable estas precauciones y otras semejante, 

porque siendo el punto que más importa preservar de todo riesgo a los testigos, se han de usar para 

ello lodos los medios imaginables, para que no, se arredren los delatores, de lo cual resultarían 

gravísimos pe~uicios a la república cristiana. En esta parte, la práctica de la Inquisición Española 

puede servir de dechado; en ella se comunica la acusación, suprimiendo todas las circunstancias de 

tiempo, lugar y personas, y cuanto puede dar luz al reo para adivinar quiénes son sus delatores". 

Como se puede observar, las garantías que consagran nuestra Constitución Política suprimen 

definitivamente el estado de indefensión en que se encontraban los inculpados en la cita anterior, 

creando un estado de derecho que nivela las fuerzas de la autoridad con las garantías que todo 

procesado tiene. 

6.2.2. DERECHOS HA SER INFORMADO, RENDIR DECLARACIÓN Y 

OFRECER PRUEBAS. 

En la fracción VII del artículo 20 constitucional, se establece: 

En todo proceso de orden penal, tendrá el inculpado las siguientes garantías: 

fracción VII. Le serán facililados lodos los dalOs que solicite para su defensa y que 

consten en el proceso: 

Al respecto, la ley de amparo norma la fracción séptima indicada, aJ establecer en su 

fracción octava del artículo 160, que en los juicios de orden penal se considerarán violadas las leyes 
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del procedimiento de manera que su infracción afecte a las defensas del quejoso "cuando no se le 

suministren los datos que necesite para su defensa". Así pues y en virtud de los preceptos indicados. 

ninguna actuación podrá ser secreta o no comunicada al inculpado, el defensor y éste último pueden 

leer, tomar notas, solicitar copias, de las actuaciones que obren en los autos del procedimiento. 

La fracción m del artículo 20 constitucional, establece: 

En IOdo proceso de orden penal tendrá el inculpado las siguientes garantías: 

Fracción lll. Se le hará saber en audiencia pública. y dentro de las 48 horas 

siguientes a su consignación a la justicia, el nombre de Sil aCllsador y la naturaleza y 

causa de la acusación, a.fin de que conozca bien el hecho punible que se le atribuye y 

pueda contestar el cargo, rindiendo en este acto su declaración preparatoria. 

Como podemos ver en la fracción anterior se encuentra consagrado el derecho del 

reo que tiene a ser informado de la acusación que se presente en su contra, además de establecer 

condiciones para que se de ésta como lo es el hecho de ser informado dentro de las 48 horas 

siguientes a su consignación a la justicia, el nombre del acusador o acusadores, la naturaleza y causa 

de la acusación, lo anterior con la única finalidad de cumplir con la garantía de conocer el hecho 

punible que se le atribuya y entonces si, plantear una defensa adecuada de acuerdo a los hechos 

sucedidos. 

Para que el acusado pueda contestar adecuadamente el cargo, a través de su declaración 

preparatoria, la constitución establece que deberá hacerse en audiencia pública, después de que se la 

haya proporcionado toda la información adecuada para que conozca el hecho que se le imputa, y 

también después de haber nombrado defensor que lo asista en la diligencia. 

De todas las garantías otorgadas a la declaración del acusado, como hemos visto 

anterionnente, éste puede rehusarse a declarar o si lo desea, tan solo declarar lo que a su derecho 

convenga, negándose éste a responder a las preguntas que el ministerio público haga, lo anterior es 

totalmente válido y lícito ya que como hemos visto el inculpado no puede ser compelido a declarar 

en su contra. 
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Tan pronto corno la causa es radicada ante el juez, el procesado cuenta con la garantía 

constitucionaJ de que se le reciban todas las pruebas que ofrezca concediéndosele para ello el 

termino idóneo que la ley estime necesario, al respecto la fracción V del artículo 20 constitucional, 

establece: 

En todo proceso de orden penal, tendrá el inculpado las siguientes garantías: 

Fracción V. Se le recibirán los testigos y demás pmebas que ofrezca concediéndosele 

el tiempo que la ley estime necesario al efecto y auxiliándosele para obtener la 

comparecencia de las personas cuyo testimonio solicite siempre, que se encuentren en 

el lugar del proceso, 

En tal sentido y al igual que en el derecho a ser informado que tiene todo procesado, la ley 

de amparo en su artículo 160 indica en su fracción VI, que se consideran violadas las leyes del 

procedimiento, "cuando no se le reciban las pruebas que ofrezca legalmente, o cuando no se reciban 

con arreglo a derecho". 

El artículo XN constitucional incluye la garantía de audiencia, contemplando entre otros 

derechos, el de ofrecer pruebas, circunstancia que constituye uno de los elementos esenciales que 

debe observar todo procedimiento ya que, ..... toda resoluciónjunsdiccional debe decir el derecho en 

un conflicto jurídico apegándose a la verdad o realidad, y no bastando para ello la sola formación de 

la controversia (litis en sentido judicial) mediante la formulación de la oposición del presunto 

afectado, es menester que a éste se le conceda una segunda oportunidad dentro del procedimiento en 

que tal función se desenvuelve, es decir, la oportunidad de probar los hechos en los que finque sus 

pretensiones opositoras (oportunidad probatoria). Por ende, toda ley procesal debe instituir dicha 

oportunidad en beneficio de las partes del conflicto jurídico y, sobre todo, a favor de la persona que 

va a resentir en su esfera de derecho un acto de privación".50 

La fracción V del precepto constitucional a estudio, además de indicar que se recibirán 

pruebas al inculpado, señala que también se le recibirán los testigos y hace énfasis "y demás pruebas 
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que ofrezca" pero esto queda limitado por lo establecido en el título segundo capítulo IV del Código 

de Procedimientos Penales para el Distrito Federal, que en su artículo 135 indica: 

l.a ley reconoce como medios de pnteba: 

1. La confesión: 

1/. Los documentos públicos y privados; 

11/. Los dictámenes de peritos: 

IV lA inspección ministerial y la judicial: 

V Las declaraciones de testigos. y 

VI. Las presunciones. 

Se admitirá como pnteba en términos del artículo 20 fracción V de la Constitución 

Política de los Es/ados Mexicanos, fOdo aquello que se ofrezca como tal, siempre que 

pueda ser conducente, a juicio del Ministerio Público, juez o tribunal, Cuando el 

Ministerio Público o la autoridad judicial lo estimen necesario, podrán, por algún 

aIro medio de pmeba, establecer Sil autenticidad. 

Por último, mencionaremos que se incluye en el ámbito constitucional la obligación que 

tienen las autoridades judiciales de auxiliar al inculpado, por ejemplo, con las medidas de apremio, 

para poder obtener la comparecencia de sus testigos. Esto se actualiza por lo que a la constitución 

hace, en el multicitado artículo 20 fracción V de la Constitución, al establecer que " ... y 

auxiliándosele para obtener la comparecencia de las personas cuyo testimonio solicite, siempre que 

se encuentren en el lugar del proceso; ... " Lo anterior, da aún más seguridad jurídica a1 procesado, 

ya que se puede obligar a testigos, a través de los medio de apremio contemplados en la ley, para 

que acudan aJlocaJ del triblUlal a rendir declaración en algún sentido. 

!lO Burgoa, Ignacio, Op, cit, supra (36), Pug 55. 
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6.2.3. EL DERECHO A SER CAREADO CON SUS ACUSADORES 

Comencemos por definir lo que es el careo, y encontramos en el Diccionario Jurídico 

Mexicano que "Es la confrontación del acusado con los testigos de cargo, así como entre las 

personas que formulan declaraciones contradictorias en un proceso penal, con el objeto de establecer 

la veracidad de los testimonios. 

De acuerdo con la doctrina, el careo posee en el ordenamiento mexicano una doble 

connotación: por una parte debe considerarse como un derecho constitucional de la defensa del 

inculpado en el proceso penal, para conocer con precisión y de manera directa lo sostenido por los 

testigos que declaran en su contra, y por la otra, el cotejo de los testimonios que incurran en 

discrepancias, para efectos probatorios".51 

En la fracción rv del artículo 20 de la Constitución Federal, se establece: 

En toda procesa de orden penal, tendrá el inclIlpado las siguientes garantías: 

IV Siempre que lo solici/e, será careado en presencia del juez con quienes 

depongan en su cantra; 

Esta fracción IV fue reformada por el decreto del 3 de septiembre de 1993, mediante la cual el 

inculpado puede solicitarle al juez, el careo con sus acusadores o renunciando a este derecho que 

tiene. Todos aquellos que "depongan", como la ley lo indica, en contra del acusado, tendrán la 

obligación de carearse, en caso de que así lo solicite. 

Al respecto, la ley procesal penal establece que siempre que sea solicitado por el procesado, 

será careado en presencia del juez, con los testigos que "depongan" en su contra y en cuya audiencia 

sólo concurrirán las personas que deban carearse, las partes y los intérpretes para el caso de ser 

necesarios. La mecanica del careo es dando lectura a las declaraciones de los careados, a fin de que 

entre sí reconvengan; y el resultado de éstos, se hará constar en los autos del expediente. 

51 Fiz-Zamudio, Héctor, Op. cit, supm (47), Pág. 416. 
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6.2.4. DERECHO A ESTAR ASISTIDO POR UN DEFENSOR 

Entendemos por defensor, según mdica Jesús Zamora - Pierce "El defensor es asesor del 

encausado en cuanto lo aconseja, con base en sus conocimientos técnicos y en su experiencia, 

informándolo sobre las normas sustanciales y procesales en relación con el hecho y las 

peculiaridades del caso". 52 

Vázquez Rossi indica "Asimismo, esta asistencia implica la vigilancia del abogarlo 

interviniente en los diversos actos, verificando el cumplimiento de los términos, el diligenciamiento 

correcto de las incidencias y manifestando una atención constante hacia el curso del proceso. Por 

último, esta función se concreta a través de la presencia del abogado en todos aquellos actos que, 

como la declaración indagatoria, exigen el comparendo personaJ del imputado".53 

Guameri afirma que "Verdaderamente, el defensor penal tiene lUla naturaleza poliédrica, y 

unas veces se presenta como representante, otras como asistente, y, finalmente, como sustituto 

proces31.,,54 

En síntesis, el defensor será aquella persona que defenderá a un acusado dentro de un 

proceso penal, auxiliándole para que se encuentre debidamente planeada y planteada la defensa, 

sobre la base de los conocimientos que éste tiene en la ciencia jurídica y haciendo uso de la 

experiencia que tenga éste en asuntos y juicios similares que haya tramitado con anterioridad; es el 

guía del acusado dentro del procedimiento penal, indicará cual es el paso a seguir dentro del 

proceso, si hay que interponer t31 o cual recurso, si habrá que ofrecer determinada prueba 

consistente en documento público o privado, testigos, aconsejarle al acusado que haga su 

declaración en el momento procesal que se le requiera o no, etcétera. 

En la fracción IX del artículo 20 constitucional se establece esta garantía procesal que 

indica: 

52 Zamora _ Pierce, Jesús. Op. cit, supra (39), Pág. 267. 
~3 Vázquez Rossi, Jorge E., 1..4 DEFENSA PENAL, S¡mln Fe. Argl."I1linu, Ruhinzal y Culzoni. S.c.c., 1978. Pug 130. 
~ Gunmeri, José, L4.S PARTES EN EL PROCESO PENAL. Puebla, Ed. José M. eajica Jr. 11)52. Pag.s. 336 y 338. 
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En todo proceso de ordcl1pC'lIul. Icudra d inculpado las siJ{uienles garantías: 

IX. Desde el inicio de SIl proceso será 11!{ormado de los derechos que en Sil favor 

consigna esta Constitución y tC'ndrá derecho a una defensa adecuada. por si o por 

abogado. o por persona de Sil cOf!fianza. SI no quiere o no puede nombrar defensor, 

después de haber sido requerido para hacerlo. el juez le designará un defensor de 

oficio. También tendrá derecho a que su defensor comparezca en todos los actos del 

proceso y éste tendrá obligación de hacerlo cllantas \'eces se le requiera: . 

De esta fracción del numeral 20 de la constitución Federal, encontramos que se puede 

desprender, que no existirá nunca, un proceso penal sin que se haya señalado un defensor a favor del 

inculpado, este defensor puede ser nombrado por éste o puede que se le atribuya alguno en cuyo 

caso, se le denominará el defensor de oficio. 

Camelutti indicaba que " ... al defensor, en ciertos casos, le compete el carácter de sustituto 

procesal".55 

6.2.5. NECESIDAD DE QUE EL DEFENSOR SEA UN ABOGADO 

La fracción IX del artículo 20 de la Constitución Federal establece: 

IX. Desde el inicio de su proceso será informado de los derechos que a 5/1 favor 

consigna esta Constitución y tendrá derecho a lino defensa adecuada. por sí, por 

ahogado. o por persona de Sil confianza. 

Como puede observarse, en la fracción en comento, el constituyente le da al inculpado plena 

facultad de escoger él a quien lo representará y defenderá a lo largo de un procedimiento penal, cosa 

que desde nuestro particular punto de vista, no es benéfico para el inculpado, ya que pone en peligro 

el derecho mismo de defensa que se supone quería defender. 
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En efecto, plantemos el caso de que el IIlculpado que se encuentra privado de su libertad, 

decida nombrarse como su propio defensor, lo cual le acarrearia una serie de problemas que tienen 

que ver con el hecho de estar detenido, ya que en este caso estaría impedido de conseguir 

determinadas pruebas, hablar con los testigos, etcétera, es decir, gestiones y trámites normarles que 

pasa todo abogado cuando toma un asunto de este tipo, con lo cual se demuestra que la constitución 

fue demasiado ambigua al establecer la redacción como quedó en la fracción indicada, y entonces 

concluimos que no es buena idea el hecho de que un Inculpado se pueda representar por sí mismo. 

Toquemos ahora lo que se refiere a "persona de su confianza", la cuaJ se encuentra investida de una 

serie de dificultades técnicas y jurídicas por las razones que expondremos; como es sabido, el 

derecho penal es una ciencia excesivamente técnica, cuya comprensión y aplicación en la vida 

práctica se encuentra restringida a un grupo determinado de abogados, que son los abogados 

penalistas, ya que esta materia se complica inclusive a los abogados que son, por ejemplo, de 

empresa para quienes les es muy dificil poder atender algún asunto relacionado con la materia penaJ; 

ahora pensemos que con base en la redacción de la fracción IX del artículo en estudio, el inculpado 

decide nombrar como "persona de su confianza" a un amigo que en verdad le tenga confianza, pero 

éste es Ingeniero Civil, es a todas luces imposible que éste pueda llevar una defensa correcta de su 

amigo, razón por la cual, afirmamos que está mal entendido y redactado el artículo 20 constitucional 

en su fracción IX. 

En virtud de lo anterior, comprendemos ahora la importancia de que el defensor de una 

persona que se ve sujeta a un proceso penaJ, sea un abogado penalista titulado, el cual, tendrá la 

facultad de poder resolver el asunto de la forma más favorable para su cliente, además, en este caso, 

no se incluye ningún tipo de sentimiento respecto al inculpado, lo cual es benéfico para una defensa 

correcta y limpia. 

ss Camelutti, Francisco, CUl!."'STIONES SOBRE EL PROCESO PENAL, Buenos Aires, Ediciones Juridicas Europa
América, 1%1, Págs. 222 Y 223. 
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El artículo 50 Constitucional que establece: 

A ninguna persona podrá impedirse qlle se dedique a la Im~fi'.\"Íón. industria, 

comercio o trabajo que le acomode, siendo lícitos. 

A lo cual, la Ley Reglamentaria de este artículo, en su artículo 28 establece que "En materia 

penal, el acusado podrá ser oído en defensa por sí o por medio de persona de su confianza o por 

ambos, según su voluntad", y a su vez agrega "Cuando la persona o personas de la confianza del 

acusado, designados como defensores, no sean abogados, se le invitará para que designe, además, 

un defensor con título. En caso de que no hiciere uso de este derecho se le nombrará defensor de 

oficio". 

Como podemos ver, aquí se reitera la facultad de que alguien defienda a un inculpado sin 

necesidad de que sea abogado, con lo cual, erróneamente también confinna lo que estipula la 

constitución y lo que podemos esperar, es una reforma a la fracción IX del articulo 20 constitucional 

en el sentido que se menciona, es decir, que forzosamente sea un abogado titulado el que se haga 

cargo de una causa penal, para que de esta manera se pueda dar una defensa adecuada con las 

seguridades jurídicas necesarias para poder obtener la sentencia más favorable para el cliente. 

Al respecto, encontramos opiniones referentes a este tema, de las cuales citaremos solo 

algunas que sean las más ejemplificativas para lo aquí vertido: 

DEFENSOR FALTA DE. Si bien es cierto que la tiltima parte de la fracción IX del 

artículo 20 constitucional establece que: "el acusado podrá nombrar defensor desde el momento 

en que sea aprehendido y tendrá derecho a que éste se halle presente en todos los actos del juicio. 

pero tendrá obligación de hacerlo comparecer cuantas veces sea necesario "; también lo es, que si 

el hoy quejoso no hizo uso de ese derecho cuando fue detenido por los agentes aprehensores, el 

que no se le haya hecho saber que podia designar defensor, no es acto atribuible a la autoridad 

responsable que pueda ser reparado en el amparo. en virtud de que lo establecido en la parle jinal 

de dicha disposición, se rejiere a las diligencias de averiguación previa. y no cuando el acusado 

ya ha sido consignado ante el juez. en donde el propio artículo establece otras rCKlas. 



Amparo directo 5934/73. Víctor Manuel Santiago Rodriguez y Amomo Marriní'z Alha. 26 

de julio de 1974. 4 votos. Ponente: l!..zequieJ Burgete Farrera. S,'CYclmw" Homero Ruiz 

Velázquez.- Bo/etin. Año 1. Julio de 1974. Núm. 7 Primera Sala. Pág 23. 

DEFENSOR. FALTA DE ACEPTACIÓN Y PR.OTESTA DEL CARGII ATRIHU/B/.E A LA 

AUTORIDAD. Si el inculpado propone en segunda instancia un defensor particular y, acordada 

la petición, por causa atribuible a la autoridad, a eSle no se le hace saber SI/ nombramiento, para 

los efectos de la aceptación del cargo y protesta de su fiel desempeño, hay l/na notoria violación 

de garantías en perjuicio del acusado, por las consecuencias ob,'jas de no haber tenido 

oportunidad de ejercitar sus derechos y promo\'er las pmebas que estimara procedentes. 

Séptima Epoca, Segunda Parte: Vols. 163 - 168, Pág. 47. A./J. 526182. Adolfo Cmz 

BOl/chor. 5 Votos. 

USURPACIÓN DE FUNCIIINES. ABOGADO DEFENS.OR. El artículo 209. fracción 11 

del Código Penal de Gllanajllato, sanciona a quien se atribuye el carácter de profesionisra sin 

lener tÍ/lIlo legal y ejerza actos propios de la profesión. Este precepto requiere que el acusado se 

atribuya 11 ostente el carácter de abogado sin lener título y que concomitantemente ejerza alguna 

de las funciones de tal, es decir, que comparezca ante las autoridades haciendo valer aquel 

carácter. Por lo demás, debe tenerse presente que el artículo 20, fracción IX, delIa Constitución, 

permite que el acusado sea defendido por persona de Sil confianza, sin exigirse allí el requisito de 

litulo profesional. Si el juzgador desconoce estos principios y condena al quejoso por el delito de 

usurpación de profesión de abogado, viola garantías. 

Amparo directo 3733/53. Boletin de Infol71Jación Judicial 1956. Primera Sala. Pág. 80. 



CONCLUSION 

En este capítulo se tratan diversas garantías que deben salvaguardarse en todo proceso del 

orden penal, garantías tales como el derecho a la defensa, derecho a no autoincriminarse, derecho a 

aportar pruebas, a ser informado, a rendir declaración, etcétera, son esenciales para el inculpado, ya 

que basándose en éstos, es que se puede plantear una defensa adecuada e idónea respecto a las 

acusaciones que se le hacen. 

Como vimos, anteriormente existían medios de tortura para hacer que el "probable 

responsable" confesara, aún no siendo el culpable del delito que se le acusaba, luego entonces, nos 

encontrábamos ante violaciones flagrantes y expresas a los derechos humanos, que al día de hoy 

pretenden cada vez más, ser protegidos por los Estados. Actualmente en nuestra legislación penal 

encontramos las garantías que se señalan, las cuales van encaminadas precisamente a evitar la 

violación de derechos humanos, de garantías individuales. 

Esta salvaguarda de garantías individuales, va encaminada a respetar el "Estado de 

Derecho" que se supone reina en nuestro país, sin el cual, no podría existir una adecuada 

convivencia en sociedad con las demás personas. Esta mecanismo encaminado a respetar 

determinados elementos en un procedimiento penal, serán básicos para el esclarecimiento del asW1to, 

sirven además, no solo para el inculpado, es decir, a su defensor el cual en base a éstos detennina 

una estrategia de defensa, sino que también servirán al juzgador, ya que el mismo tendrá más 

elementos de convicción, que al momento de adminicularlos determinarán su juicio y la voluntad 

para emitirlo. 

Elementos como el hecho de que no puede ser obligado a declara, que siempre se encuentre 

presente su abogado o persona de su confianza, son elementos que dan una verdadera seguridad 

jurídica al procedimiento penal, son en opinión mía, elementos necesarios y un acierto del legislador 

al imponerlos, pero deberían de establecerse mecanismos más efectivos para hacer cumplir y 

respetar estos principios. 
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El hecho de que se contemplen determinadas prueba que se puedan ofrecer en el 

procedimiento, es garantía que jamás deberá suprimirse, éstas deben ofrecerse atendiendo a lo que 

dispone la ley y con éstas se puede demostrar la culpabilidad que tiene o no el inculpado. puede ser 

un elemento de descarga del probable en contra de su acusador o querellante. 

Estas garantías se encuentran contempladas en la Constitución Política de los Estados 

Unidos Mexicanos en su artículo 20 y podemos definir en conjunto que se trata del Derecho de 

Defensa que tiene todo inculpado para defender su causa frente a los acusadores o querellantes 

respecto del delito que se le imputa. Estas garantías, como ya lo expresamos, suprimen el estado de 

indefensión en que pudiera encontrarse alguna persona que es acusada de algún delito si no tuviera 

facultad de oponer su Derecho de Defensa establecido en el articulo mencionado. 
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CAPITULO 7 

GARANTÍA DE SER JUZGADO POR JURADO Y GARANTÍA 

DE SER JUZGADO EN AUDIENCIA PÚBLICA 

7.1. EL JURADO 

El Diccionario Jurídico Mexicano, define al jurado como aquel "Tribunal compuesto por 

juzgadores no profesionales o legos, que tiene como función emitir el veredicto sobre los hechos 

controvertidos en un proceso, de acuerdo a las pruebas presentadas, y con base en el cual el juez o 

tribunal de derecho debe emitir la sentencia". 56 

En la actualidad sólo se encuentra previsto el jurado popular en el ámbito federal, para 

intervenir en los procedimientos penales por delitos cometidos por la prensa y que sea en contra del 

orden público o la seguridad exterior o interior de la nación, y se encuentra establecido en la fracción 

VI del articulo 20 constitucional que establece: 

En IOdo proceso de orden penal, tendrá el inculpado las siguientes garantías: 

VI. Será juzgado en audiencia pública por /In juez o jurado de ciudadanos que sepan 

leer y escribir, vecinos del lugar y partido en que se cometiere el delilo, siempre que 

éste pueda ser castigado con una pena mayor de /In año de prisión. En todo caso 

serán juzgados por un jurado los delitos cometidos por medio de la prensa contra el 

orden público o la seguridad exterior o interior de la Nación; .. 

Cabe mencionar que al encontramos ante dos procedimientos diferentes que están 

contemplados por nuestra Constitución Federal, nos enfrentamos a una serie de discrepancias como 

podría ser el hecho de que ante un juez penal, es procedente una segunda instancia a través de los 

recursos que ya se estudiaron antes y además procedería el juicio de amparo. Por lo que se refiere al 

"" (hllllc Fabcla, José. ,f)fCClOI\:~RIOJL'Rj/JlCO ,I/EX!(', Ilro. 9Q edicio/l. México D.F, Editorial Pomia, México 
D.F, 1996, Pitg. 1882. 
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jurado y sus resoluciones, el tribtmal no tiene que fundar ni motivar éstas, y traen el enorme 

problema de que no son recurrentes por ningún motivo ni siquiera el juicio de amparo procede. 

Siendo el jurado el único encargado de resolver los conflictos que se le presentasen, no hay superior 

que pueda revisar la resolución además de que al no ser expertos en derecho, se puede prestar a que 

la resolución dictada por éstos sea en contravención a alguna ley ya establecid~ lo cual trae 

violaciones jurídicas de dificil reparación. 

Para Colín Sánchez, el jurado es "El jurado popular, es una institución jurídica de escasa 

relevancia en la actualidad; sin embargo, como la Constitución Política de los Estados Unidos 

Mexicanos, vigente, ha perdurado para alguno delitos, continúa siendo tema a debate e inagotable 

materia de controversias; por ello, me parece conveniente incluir aquí, a título ilustrativo, a1gtmOS 

antecedentes y consideraciones de la susodicha institución, cuyos apologistas parecen obedecer 

impulsos políticos más que jurídicos; Demagógicos más que democráticos",57 

7.2. GARANTÍA DE SER JUZGADO EN AUDIENCIA PÚBLICA 

El Diccionario Jurídico Mexicano señala que la audiencia "Consiste en el acto, por parte de 

los soberanos o autoridades, de oír a las personas que exponen, reclaman o solicitan alguna cosa", 58 

La fracción VI del articulo 20 de la Constitución Federal nos señala que todo acusado será 

juzgado en una audiencia pública, lo que significa que ésta se celebrará a los ojos de todos aquellos 

que deseen asistir. 

La Ley de Amparo establece, en su artículo 160 (fracciones IX y X), que en los juicios del 

orden penal se considerarían violadas las leyes del procedimiento, de manera que su infracción 

afecte a las defensas del quejoso, cuando no se celebre la audiencia pública a que se refiere el 

artículo 20, fracción VI de la Constitución Federal, en que deba ser oído en defensa, para que se le 

juzgue; o cuando se celebre la audiencia de derecho sin la asistencia del Agente del Ministerio 

~. Colín Sánchcz, Guillermo. Op. cit, supra (1), Págs. 719;.' 720. 
'8 Banluin 1\1\"<lrcz, MunueLOp. cit. Supm l(4), PliS. 264 
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Público a quién corresponda formular la requisitoria; si la del juez que deba faJlar o la del secretario 

o testigos de asistencia que deban autorizar el acto. 

Esto es tanto como afirmar que el acusado tiene derecho a que sea juzgado de manera 

pública, es decir, que todo aquel que quisiera enterarse del juicio, podrá hacerlo con las reservas que 

la ley señaJa y que hemos mencionado anteriormente. 

La garantía de audiencia abarca a todo aquel sujeto que sea susceptible de ser objeto de 

actos de autoridad. El acto violatorio de la garantía de audiencia debe ser en sentido de privar o 

reducir la esfera jurídica del particular o en una limitante para el ejercicio de aJgún derecho, lo cual 

es violatorio, a todas luces, de las garantías individuales contempladas en nuestra Constitución. 
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CONCLUSION 

Estas garantías están encaminadas a respetar el hecho de que una persona que está siendo 

incriminada por algún denunciante o querellante, sea. si es que así se decide, juzgado por un jurado 

popular, que como ya vimos, encuentra su fundamento en el artículo 20 Constitucional, fracción VI, 

con lo cual de alguna manera se dará mas publicidad y certeza al juicio seguido en contra del 

inculpado y será dirimida ésta por el jurado; de lo anterior hay que hacer diferentes razonamientos, 

por ejemplo, el hecho de que el jurado esté formado por personas que no sean doctas en derecho 

penal, lo cual podría jugar un factor tanto a favor como en contra del inculpado, y como hemos visto, 

no es válido que se "juegue" de esta manera, ya que no hay certeza ni seguridad jurídica alguna; otro 

problema es el hecho de que no exista ningún recurso (apelación, revocación, etc.) que se pueda 

hacer valer en contra del fallo dictado por el jurado, lo cual vulnera el principio de seguridad jurídica 

que todo sistemajuridico deberá tener. 

Vemos que este jurado sólo se puede establecer para casos de delitos de prensa contra el 

orden público o la seguridad exterior o interior de la Nación, y encontramos esto de alguna manera 

como acertado, ya que sería poco seguro, hablando jurídicamente, que este jurado se pudiera 

establecer para cualquier juicio del orden criminal, por las aseveraciones que se hicieron en el 

párrafo anterior, de hecho, propondría que fuera eliminado esta facultad de establecer jurado, por su 

inseguridad jurídica y por la inoperancia del mismo. 

La otra garantía contemplada en este capítulo es la de ser juzgado en audiencia pública, que 

encuentra el mismo fundamento legal en la constitución que la garantía anterior, indicando que el 

inculpado será juzgado en audiencia pública, lo anterior entendemos que se impone en virtud de dar 

seguridad jurídica a la resolución del juicio que en su caso se emita, ya que existen disposiciones 

que señalan la violación de garantías individuales que dan paso a que se interponga el amparo en 

contra de los actos efectuados por un funcionario judicial. Lo anterior se encamina a que se haga 

público y no privado el juicio en que se actúa, ya que se evitan violaciones al procedimiento y a las 

garantías individuales con este conocimiento público. 
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CONCLUSIONES 

Es indudable que actualmente en la práctica de nuestro sistema penal y la fanna de impartir la 

justicia, las críticas que se hacen son en un gran porcentaje verdaderamente válidas y fundadas, 

las cuales critican directamente a la funcionalidad de los órganos del estado que tienen a su cargo 

la impartición de justicia. Todos constantemente escucharnos, tanto a las personas conocedoras 

del tema, la existencia de una crisis de la justicia penal mexicana, ya sea porque no ha sido de 

aplicación funcional a las exigencias de una sociedad cambiante, ya sea porque es anacrónica, en 

fin, el asunto es que definitivamente consideramos que no existe una buena impartición de 

justicia penal en el Estado Mexicano, incluso, se afirma que de toda la gama de funcionarios 

públicos, los encargados de impartir y administrar la justicia penal son los más corruptos. La 

impartición de la justicia penal no ha logrado satisfacer todas aquellos reclamos de la sociedad, 

no ha logrado castigar a todos los que delinquen ni ha podido realizar la readaptación social que 

tiene como finalidad las penas corporales. 

Conforme es el diario transcurrir de la vida, se ve que los preceptos y dispositivos jurídicos se 

encuentran retrasados con relación a las exigencias de la sociedad, las legislaciones obsoletas 

obstaculizan la impartición de justicia. Constantemente escucharnos reclamos y súplicas de 

hacer efectiva una reforma legal en tomo a la justicia penal, a los funcionarios judiciales, que a lo 

largo de varios años se han dedicado a efectuar su entera voluntad, vulnerando los derechos más 

elementales de los seres humanos, y con todo éste hemos obtenido al día de hoy un sistema legal 

obsoleto y corrupto, que lo único que hace es entorpecer la impartición de justicia y en muy 

contados casos, se llega a dirimir un controversia con elementos totalmente apegados a las 

disposiciones legales vigentes. 

Existen diferentes causas que han llevado a esta crisis del derecho penal, entre las cuajes 

podemos mencionar: 

a) Una jurisprudencia que a menudo es contradictoria e inconsistente, que con frecuencia deja 

de lado las aportaciones de los doctos en el ámbito jurídico penal moderno. 
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b) La burocracia y la corrupción administrativa, las cuales son el mayor cáncer que puede 

existir para llegar a una verdadera impartición de justicia, alcanzando los más altos niveles 

de corrupción a nivel mundial. 

c) La falta de adiestramiento en esta materia de los jueces y de la seguridad jurídica de que 

adolecen ellos. 

d)· La no real división de poderes federales, que haga de la práctica de la justicia penal, un 

órgano autónomo e imparcial para poder emitir sus resoluciones. 

e) Como hemos mencionado ya, las verdaderamente obsoletas leyes, tanto sustantivas, adjetivas 

y ejecutivas. 

f) La innegable mala distribución de los recursos materiales que definitivamente debilita y 

vulnera a estas instituciones. 

Estas y más son algunas de las causas de que nuestro derecho penal se encuentra en crisis 

actualmente, aunque a pesar de todo lo anterior, se están llevando a cabo esfuerzos y acciones 

positivas para mejorar este problema. Podemos mencionar que esta crisis del derecho penal va 

de la mano de otras más, como lo es la crisis económica, política y cultural, las cuales influyen 

directamente en todo el aspecto judicial. Con Jo anterior podemos decir que necesariamente se 

requiere que se cambien todos estos aspectos para que podamos gozar de una justicia efectiva y 

honesta. 

Aunarlo a todo lo anterior, encontramos el multicitado ESTADO DE DERECHO, el cual es el 

encargado de ver y regir las acciones legales y judiciales de un estado, para que se respeten los 

derechos de toda persona humana, así, entre los principios fundamentales que se deberán 

respetar encontramos: 

a) División de poderes, lo anterior sirve para el verdadero ejercicio de la soberanía 

b) Legitimidad, por medio del cual la existencia y el ejercicio del poder debe estar legitimado. 

c) Legalidad, en base a éste cada órgano del Estado debe conducirse por los caminos de los 

preceptos legales establecidos con anterioridad, es decir, se debe ajustar su actuación a lo 

que la ley establece. 

d) Igualdad ante la ley, encaminada a determinar que todos somos iguales ante la ley, no 

importando raza, sexo, religión, preferencia política o condición social. 
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Cada uno de éstos principios enumerados, fueron tratados dentro del presente trabajo, haciendo 

más fácil su comprensión y estudio y de los mismos se desprende que son esenciales para la vida 

en sociedad y para un estado de derecho que no sea autoritario y respetuoso de los derechos que 

tiene toda persona humana 

A cada Estado le corresponde realizar funciones encaminadas la elaboración de una constitución 

y de las leyes secundarias. También encontramos que debe proporcionar el bien común a todos 

los gobernados, la paz social, la seguridad pública, elementos esenciales de cualquier sociedad, 

mismos que pueden obtenerse mediante una sana impartición de justicia penal y en un dar a cada 

quien lo que le corresponde, atendiendo a su naturaleza humana y a las directrices que marque 

cada Estado. Es en razón de esto que encontramos de suma importancia el estudio y reforma del 

sistema penal mexicano, ya que como consecuencia de una crisis penal, se refleja en diferentes 

área que son puntuales para una feliz convivencia en sociedad. El Estado de derecho cuenta con 

el derecho como principal instrumento para llevar a cabo sus funciones y lograr sus fines, 

mediante el cual se puede asegurar una convivencia óptima entre los gobernados en una 

sociedad. Dentro del derecho encontramos al Derecho Penal, que auxilia fundamentalmente 

para una correcta observancia del Estado de Derecho que "impera" en nuestro país, luego 

entonces, si el derecho penal se encuentra en una profunda crisis, quiere decir que también lo 

está nuestro Estarlo de Derecho y por lo tanto, no existe una sana convivencia ni una adecuada 

impartición de justicia penal en México; en razón de lo anterior es que, como hemos mencionado 

anteriormente, se necesita una reforma integral a la ley penal, una reforma en ideas, cultura, etc., 

de los jueces y autoridades judiciales encargadas de administrarla y se necesita también un 

cambio de actitud por parte de estos funcionarios para darle otro sentido a la ley penal para que 

sea objeto de justicia y no de injusticias como ha sucedido a lo largo de muchos años. 

El Estado de Derecho como el Derecho propiamente dicho, son creaciones del hombre y por lo 

tanto, deben ser considerados como elementos al servicio del hombre, encaminados a 

proporcionar herramientas para una mejor convivencia en sociedad, y no, como parece hasta 

ahora haber sucedido, elementos para servirse del hombre, elementos que son la parte principal 

de la crisis del derecho penal. 

106 



En virtud de todo lo anterior, podemos decir que todo sistema de impartición de justicia penal 

debe ser un mecanismo de control para el cumplimiento de funciones que le competen al Estado, 

debe establecerse para servir al hombre y no servirse de él, y de esta manera entendemos que 

este criterio es el que debe regir en el mundo del derecho penal, debe respetar la dignidad 

humana, los derechos humanos, las garantías individuales contenidas en la Constitución Política 

de los Estados Unidos Mexicanos y la reforma a esta rama del derecho definitivamente deberá ir 

encaminada a lograr estos lineamientos. 

Ahora realizaremos un análisis enumerado de lo que es la rama del derecho público, denominada 

derecho penal, en nuestro sistema jurídico: 

PRIMERA.- Sin la existencia de un procedimiento en el caso concreto el procedimiento penal, 

no podríamos aplicar las normas establecidas en el Derecho Penal, ya que el procedimiento es 

aquél que nos va a marcar la pauta dentro de una serie de etapas, en las cuales los órganos 

encargados de impartir justicia investigarán si efectivamente el sujeto al que se le imputa el 

ilícito es responsable de éste o no, estas etapas comprenden la Averiguación Previa, la 

Preinstrucción, la Instrucción y la Sentencia. 

SEGUNDA.- La investigación del ilícito imputado al sujeto activo, se llevará a cabo 

primordialmente a través de dos procedimientos, el ordinario y el sumario, dependiendo de las 

características del delito de que se trate, si se tratare de la comisión de un delito señalado como 

no grave de acuerdo con lo que dispone el último párrafo del artículo 268 del Código de 

Procedimientos Penales, hubiere flagrancia o confesión rendida ante el Ministerio Público el 

procedimiento a seguir será el sumario, si no se cumplen estos requisitos, el procedimiento a 

seguir será el ordinario; de hecho las diferencias entre estos dos tipos de procedimientos radica 

básicamente en los términos así como en el principio de oralidad, ya que en el procedimiento 

sumario los términos son más cortos a diferencia del ordinario donde sus términos serán más 

largos. 
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TERCERA.- Las Sentencias deberán observar ciertos requisitos de fondo y de forma, los cuajes 

son necesarios para que esta resolución tenga validez legaJ, esto es, deberá estar apegada a lo 

que dispone el artículo 72 del Código Procesal PenaJ. El fin esenciaJ del procedimiento es la 

Sentencia, la cuaJ es el acto descisorio por parte del Juez, en la cuaJ resuelve si actuaJiza o no la 

acción penaJ de la pena establecida por la ley, es decir, en la sentencia convergen y se deciden las 

cuestiones que constituyen su objeto. El Juez al momento de dictar su faJlo definitivo deberá de 

tomar en cuenta lo que establece el artículo 122 del Código de Procedimientos Penales para el 

Distrito Federal. 

CUARTA.- La Sentencia Definitiva como resolución emitida por el Aquo, la cuaJ es el 

momento culminante de la actividad jurisdiccional, el fin del proceso la cuaJ es emitida 

basándose en tres aspectos: El conocimiento, el de juicio y el volitivo, si a1guno de estos tres 

aspectos fuera emitido de una manera errónea la Sentencia estaría dictada con violaciones, 

mismas que se traducirían en un perjuicio para las partes. 

QUINTA.- Si alguna resolución fuera dictada con fallas dentro del procedimiento, existen 

medios jurídicos para impugnar dicha resolución llamados medios de impugnación, los cuales 

son instrumentos de perfección procesaJ tendientes a lograr que el principio de Justicia se 

cumpla. 

SEXTA.- El recurso es el medio concedido a las partes del proceso para impugnar las 

resoluciones que les causen agravios para que sean examinadas por el propio TribunaJ que la 

dictó o por otro de mayor jerarquía. Los recursos los podemos clasificar en: ordinarios y 

extraordinarios, dentro de los recursos ordinarios se encuentran la revocación, la queja, la 

apelación y la denegada apelación. 

SEPTIMA- El recurso ordinario de apelación es el medio de Impugnación por el cual el 

Ministerio Público, el procesado, acusado, sentenciado u el ofendido manifiesten su 

inconformidad con la resolución que les causa agravios, originando con ello que un TribunaJ de 

mayor jerarquía, estudie la legaJidad de la resolución impugnada El artículo 418 del Código de 
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Procedimientos Penrues para el Distrito Federru señala curues son las resoluciones que se pueden 

impugnar a través de este recurso, 
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